
 

 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD - 

CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ  
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ   
Medio de Control : Repetición 

Ref. Proceso : 110013336037 2017 00287 00 
Demandante : MMUNICIPIO DE SOACHA 

Demandado : IVAN MAURICIO MONREO ESCOBAR, JUAN MIGUEL 
MÉNDEZ MOLANO  Y JOSE ERNESTO RODRIGUEZ 

TARQUINO. 
Asunto :  REQUIERE Y RECONOCE PERSONERIA 
 

1. Mediante auto de  29 de julio de 2019 se fijó fecha para la realización de la 
audiencia inicial el 25 de mayo de 2021. 

 
2. El 21 de agosto de 2020, el abogado Maycol Rodríguez Diaz, allego porder 

conferido por el demandante. 

 
3. Con memorial de 12 de enero de 2021 Oscar Giovanni Ramírez Zarate, 

allegó renuncia al poder conferido por parte de Juan Miguel Méndez 
Molano, renuncia que fue remitida al correo del demandado, sin que a la 
fecha concediera nuevo poder  

 
 

En virtud de lo anterior, 

 
Resuelve: 

 

PRIMERO.- Se RECONOCE PERSONERIA a Maycol Rodríguez Díaz como 
apoderado del Municipio de Soacha de conformidad con el poder aportado. 

 
SEGUNDO.- Se ACEPTA la solicitud de renuncia de poder de conformidad con el 
artículo 76 del C.G.P., por parte del abogado Oscar Giovanni Ramírez Zarate.    

 
TERCERO.- REQUIERASE al señor Juan Miguel Méndez Molano, para que 

nombre apoderado que lo represente dentro del proceso de la referencia, 
recordándole que a las 11:30 am de 25 de mayo de 2021, se realizara audiencia 
inicial, por secretaría remitir copia de la presente providencia al correo 

juanmiguelmmolano@gmail.com.   
 

Una vez se encuentre ejecutoriado el presente auto, por secretaría ingrese el 
expediente  al Despacho para audiencia inicial. 
 

 

                      NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Juez 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRONICO del día 
hábil siguiente a la fecha de la presente providencia. 
 

Secretaria 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO  

DE ORALIDAD - CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

-SECCIÓN TERCERA- 
 

Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

Medio de Control : Contractual  

Ref. Proceso : 110013336037 2018 00398 00 

Demandante : CONSORCIO WR   
Demandado : NACIÓN – INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS “INVIAS” 

Llamamiento en 
garantía 

 INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS “INVIAS” a 
CONSORCIO SOBRERILLOS (Conformado por CGR 

SAS y PROJEKTA LIMITADA INGENIEROS 
CONSULTORES) 

Asunto :  Control de legalidad –  Corre traslado solicitud de 
nulidad  

 

 
1. CONTROL DE LEGALIDAD 

 
En lo que se refiere al trámite procesal adelantado dentro del 
expediente de la referencia advierte el Despacho que:  

 
1.1. Mediante providencia de 5 de diciembre de 2018 se admitió la demanda 

presentada por el CONSORCIO WR contra la NACIÓN – INSTITUTO 
NACIONAL DE VÍAS “INVIAS”, como consta a folios 119 a 122 vuelto del 
cuaderno principal. 

 
1.2. Teniendo en cuenta que la notificación se surtió por correo electrónico el 

17 de mayo de 2019, los veinticinco (25)  días de traslado  común de 
que trata el artículo 199 del CPACA vencieron el 25 de junio de 2019, y 
el traslado de treinta (30) días de que trata el artículo 172 del CPACA 

culminó el 8 de agosto de 2019. 
 

1.3. El 8 de agosto de 2019, el apoderado de la entidad demandada 
INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS “INVIAS” contestó la demanda, presentó 
excepciones previas y de fondo, solicitó pruebas, en tiempo (folios 131 a 

2017 del cuaderno principal). Y realizó llamamiento en garantía como 
consta a  folios 1 a 6 del cuaderno 2. 

 

1.4. El trámite del llamamiento en garantía fue el siguiente: 
 

 Con auto de 5 de febrero de 2020 se admitió el llamamiento en 

garantía formulado por el INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS 
“INVIAS” al CONSORCIO SOBRERILLOS (Conformado por CGR 
SAS y PROJEKTA LIMITADA INGENIEROS CONSULTORES) (folios 

145 y vuelto del cuaderno 2) 
 

 El llamamiento fue notificado por correo electrónico el 18 de 

febrero de 2020 como consta a folios 147147 a 149 del cuaderno 
2. 

 

 Con escrito de 10 de marzo de 2020 el apoderado del  
CONSORCIO SOBRERILLOS interpone recurso de reposición y en 

subsidio apelación contra el auto que admite el llamamiento en 
garantía (folios 150 a 224 del cuaderno 2).  
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 A través de providencia de 16 de septiembre de 2020 se 
rechazaron los recursos de reposición y apelación por 

extemporáneos. (folios 225 y vuelto del cuaderno 2). 
 

 El término de los 15 días para contestar el llamamiento en 

garantía vencía el 8 de octubre de 2020, conforme a la orden 
impartida en auto de 16 de septiembre de 2020. 

 

 El  apoderado del CONSORCIO SOBRERILLOS remitió contestación 
al correo electrónico del despacho el 6 de octubre de 2020, como 

consta a folios 226 a 240 del cuaderno 2. 
 
1.5. Las excepciones propuestas fueron fijadas en lista el 28 de octubre de 

2020  y se corrió traslado (folio 217 del cuaderno principal). 
 

1.6. Con providencia de 10 de febrero de 2021 se requirió a llamada en 
garantía para que enviara contestación realizada a los demás sujetos 
procesales, se ordenó a la secretaría del Despacho remitir la 

contestación de la demanda y fijar en lista (folios 223 a 224 vuelto del 
cuaderno principal). 

 

1.7. A folios 225 a 228 del cuaderno principal el llamado en garantía acredita 
la orden impartida en el auto señalado en el numeral anterior. 

 

1.8. La Secretaría de este Despacho  realizó fijación en lista del traslado y 
adjuntó la demanda en la página de la Rama Judicial como consta en el 

micrositio del Despacho, se advierte que aun cuando no se dio 
cumplimiento a la orden impartida, la finalidad del envío de la 

contestación de la demanda a los sujetos procesales es que conocieran 
de la contestación y ya que el traslado fijado es público y agregó el 
memorial completo se entiende cumplida la orden impartida. 

 
Con el anterior recuento el Despacho hace el control de legalidad del trámite 

procesal adelantado. 
 
2. EXCEPCIONES PREVIAS 

 
El 8 de agosto  de 2020, el Instituto Nacional de Vías “INVIAS”, remitió por 

correo electrónico en tiempo contestación de la demanda, en la que presentó 
excepciones de mérito, la de falta de requisito de procedibilidad, la de falta de 
competencia por factor territorial, la de ineptitud sustantiva de la demanda y 

falta de legitimación por activa. El escrito de contestación de la demanda fue 
remitido fijado en lista y del mismo se corrió traslado (en el micrositio del 

despacho traslados especiales y ordinarios fijación en lista No. 11). 
 
El 6 de octubre de 2020, el apoderado de la llamada en garantía del Consorcio 

Sombrerillos 2015, remitió por correo electrónico en tiempo contestación de la 
demanda, aun cuando no presenta excepciones, a lo largo del escrito alega 

violación al debido proceso. El escrito de contestación del llamamiento en 
garantía  fue remitido a las demás partes. (folios 225 a 228  del cuaderno 

principal). 
 
Advierte el despacho que a través de jurisprudencia de la Corte Constitucional1  

ha señalado que la violación al debido proceso constituye una causal de 
nulidad, al respecto ha indicado: 

 
(…) Las nulidades son irregularidades que se presentan en el marco de un proceso, que 
vulneran el debido proceso y que, por su gravedad, el legislador –y excepcionalmente el 
constituyente- les ha atribuido la consecuencia –sanción- de invalidar las actuaciones 
surtidas. A través de su declaración se controla entonces la validez de la actuación 
procesal y se asegura a las partes el derecho constitucional al debido proceso. 
 

                                                           
1 Corte Constitucional. Sentencia T-125 de 2010 
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(…)  
  

La naturaleza taxativa de las nulidades procesales se manifiesta en dos dimensiones: En 
primer lugar, de la naturaleza taxativa de las nulidades se desprende que su 

interpretación debe ser restrictiva. En segundo lugar, el juez sólo puede declarar la 
nulidad de una actuación por las causales expresamente señaladas en la normativa 
vigente y cuando la nulidad sea manifiesta dentro del proceso. Es por ello que en 
reiteradas oportunidades tanto esta Corte, como el Consejo de Estado han revocado autos 
que declaran nulidades con fundamento en causales no previstas expresamente por el 
artículo 140 del Código de Procedimiento Civil o el artículo 29 de la Constitución. 

 

Visto lo anterior, considera el despacho que el argumento presentado por la 
llamada en garantía corresponde a una nulidad constitucional por violación al 

debido proceso, así las cosas, en aras de evitar nulidades futuras que 
retrotraigan el proceso a un estado anterior, por celeridad procesal y antes de 
continuar el trámite correspondiente se dará trámite a la solicitud de nulidad 

de conformidad con lo dispuesto en los artículos 132 y  137 del CGP 2 
 

Como quiera que el escrito de contestación del llamamiento en garantía fue 
remitido a todas las partes, se correrá traslado de la nulidad por violación al 

debido proceso, por el término de 3 días contados a partir de la ejecutoria de 
la presente providencia. 
 

RESUELVE 
 

1. Se corre traslado de la solicitud de nulidad por violación al debido proceso 
por el término de 3 días contados a partir de la ejecutoria de la presente 
providencia. 

 
2. Vencido el término concedido ingrésese el expediente al Despacho de 

manera inmediata para proveer lo que en derecho corresponda.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Juez 
 
JRP 

 
NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 y a la Ley 2080 de 2021 por regla 
general las actuaciones judiciales se tramitarán a través de medios virtuales. 

Para el efecto se recuerda que el correo electrónico es 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás 
partes del proceso un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, 

simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a este Despacho. 
 

 
 

 
 
 

                                                           
2  ARTÍCULO 137. ADVERTENCIA DE LA NULIDAD. < En cualquier estado del proceso el juez 
ordenará poner en conocimiento de la parte afectada las nulidades que no hayan sido 
saneadas. (…) 

ARTÍCULO 134. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE. Las nulidades podrán alegarse en cualquiera de 
las instancias antes de que se dicte sentencia o con posteridad a esta, si ocurrieren en ella. (…) 
El juez resolverá la solicitud de nulidad previo traslado, decreto y práctica de las pruebas que 
fueren necesarias. 

 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día 
hábil siguiente a la fecha de la presente providencia 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021-00054-00 

Demandante : Blas Eliécer Pedraza Pérez  

Demandado : Nación-Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial-Rama Judicial  

Asunto : Rechaza demanda por caducidad. 

 

I. ANTECEDENTES 

El señor Blas Eliécer Pedraza Pérez  través de apoderado judicial, presentó 
acción contenciosa administrativa del medio de control reparación directa en 

contra de la Nación-Dirección Ejecutiva de Administración Judicial-Rama 
Judicial, para que reparen los daños y perjuicios ocasionados por causa y con 

ocasión de la pérdida de un vehículo automotor de su propiedad de placas 
BCZ-293, clase camioneta Jeep Cheroke, que se hallaba en poder de un 
secuestre (auxiliar de la justicia), a título de depósito, sobre el cual gravitaba 

una medida cautelar dentro del proceso ejecutivo mixto promovido por el 
Banco Popular contra el demandante, tramitado ante el Juzgado Primero Civil 

Municipal de Tunja, Boyacá, radicado bajo el número 15001-40-001-2002-
00097-00. 
 

La demanda fue radicada con acta de reparto el día 04 de marzo de 2021. 
 

 
II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 

Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 
admitida. 

 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 
 

En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el 
C.G.P. de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo 
con lo proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 

2014, dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente 
doctor Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo 
CPACA. Igualmente se dará aplicación al auto  complementario del  6 de 
agosto  de 2014 expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con 

ponencia del mismo Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código 
General del Proceso. 

 
2. DE LA JURISDICCIÓN 
 

Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 
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operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 
las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 

administrativa.  
 

En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 

responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 
públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 

intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 
Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 
negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a 

decisiones jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter 
laboral surgidos entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a 

funciones jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del 
CPACA.  

 

3. DE LA COMPETENCIA 
 

3.1. Por el factor funcional 
 

En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los 
agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 

3.2. Por el factor territorial 

 
En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la 

Judicatura1, crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual 
manera respecto de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 

3.3. Por el factor cuantía 
 

El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 

De acuerdo a las normas antes citadas, y los hechos objeto del presente medio 
de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Circuito Judicial de 
Bogotá es competente por los factores funcional y territorial para conocer de 

éste.  
 

Los daños morales por expresa disposición no serán tenidos en cuenta para 
efectos de determinar la cuantía (Artículo 157 CPACA). 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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En el presente caso, el apoderado señala como pretensión de mayor valor la 

suma correspondiente a $65.790.978,89 (fl.12 archivo 02 demanda), por 
concepto de daño emergente, teniendo en cuenta que el mencionado valor no 
supera los 500 SMLMV, este despacho  es competente para conocer del 

referido asunto. 
 

4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 
El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 

administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 
artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá 
requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad 
con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se 
encuentre expresamente prohibida.  

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual 

se modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito 
de procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 

derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la ley 640 de 2001 versa: 

 
“ARTICULO 21. SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que 
el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o 
hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que 
se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. 
Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular 
solicitud de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se 
acompañará de la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el 
caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARÁGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 10 de 
noviembre de 2020 ante la Procuraduría 187 Judicial I para Asuntos 

Administrativos  y se llevó a cabo la audiencia de conciliación el día 01 de 
marzo de 2021, el término de interrupción de la acción contencioso 

administrativa fue de TRES MESES (03) Y VEINTIUN (21) DÍAS. 
 
En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar que se agotó 

el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial  por parte de BLAS 
ELIÉCER PEDRAZA PÉREZ y como convocado la DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL (fls 1 a 3 archivo 04.anexos) 
 

5. DEL TÉRMINO  DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 
Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la 

acción contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado el 
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en el artículo  164 numeral 2 literal i de la Ley 1437 de 2011 y en 
consecuencia el término de caducidad es de dos (02) años contados a partir 

del día siguiente de la ocurrencia de los hechos. 
 

El artículo 164 del CPACA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, el hecho generador de la presunta 
responsabilidad de la entidad demandada  fue el 19 de octubre de 2018 

(fecha del oficio No.1181 donde se ordena levantamiento de la medida y 
entrega del vehículo BCZ 293 visible a folio 285 archivo 10.anexos) y de 
acuerdo a esto se cuenta con dos años a partir del día siguiente del 

acaecimiento del hecho para presentar la demanda por el medio de control de 
reparación directa; ahora, contando la interrupción del término por la 

conciliación prejudicial de TRES (3) MESES Y VEINTIUN (21) DÍAS el plazo 
para presentarla se extendía hasta el 11 de febrero de 2021. 
 

En el presente caso la demanda por acción contencioso administrativa fue 
radicada el  04 DE MARZO DE 2021, cuando ya estaba caducada la presente 

acción.  
 
Por todo lo anterior, se ha configurado, en el presente caso, el fenómeno 

jurídico de la caducidad del medio de control y se impone para este juzgado 
rechazar la demanda, tal como lo dispone el inciso tercero del Artículo 169 del 

CPACA. 
 
ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se 

ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 1. Cuando 
hubiere operado la caducidad. (…) 

 
 
En virtud de lo anterior el Despacho, 

 
RESUELVE 

 
 
1. RECHAZAR la demanda por CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, de conformidad 

con las razones contenidas en la parte motiva de la presente providencia.  
 

2. Archívese la actuación, previas las anotaciones en el sistema siglo XXI. 
 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

 

 
 

 ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Juez 
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SMCR 
 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 y la ley 2080 de 2021 por regla 

general las actuaciones judiciales se tramitarán a través de medios virtuales. 
Para el efecto se recuerda que el correo electrónico es 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás 

partes del proceso un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, 
simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a este Despacho. 
 

 
 

 
 
 
 

 

 
 
 
 
 

 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: c9eeaa1313ea47459c621fe7eb869f24925b3bd65655b7a4843cd1aff06a2196 

Documento generado en 06/05/2021 09:18:55 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 

 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021- 00056-00 

Demandante : Andres Suarez Delgado y otros  

Demandado : Nación – Ministerio de Defensa – Armada Nacional  
Asunto : Inadmite demanda; concede término y se reconoce 

personería. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. El señor Andres Suarez Delgado y otros, a través de apoderado judicial, 
presentó acción contenciosa administrativa del medio de control reparación 

directa en contra de la Nación – Ministerio de Defensa –Armada Nacional, con el 
fin de que se declare responsable por perjuicios causados a los demandantes 
con ocasión de los hechos ocurridos el 25 de julio de 2019, donde resultó 

lesionado el infante de marina Andres Suarez Delgado.  
 

2. Según acta de reparto correspondió el conocimiento del proceso a este 
Despacho el 5 de marzo de 2021. 
 

II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 
Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 

admitida. 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 

 
En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el C.G.P. 
de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo con lo 

proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 2014, 
dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente doctor 

Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo CPACA. 
Igualmente se dará aplicación al auto  complementario del  6 de agosto  de 2014 

expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con ponencia del mismo 
Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código General del Proceso. 

 
2. DE LA JURISDICCIÓN 
 

Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 

operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 
las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.  

 
En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 
responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 

públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
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intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 
Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 

negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a decisiones 
jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter laboral surgidos 
entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a funciones 

jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del CPACA.  
 

3. DE LA COMPETENCIA 
 
3.1. Por el factor funcional 

 
En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  

 
“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los agentes 
judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 

3.2. Por el factor territorial 
 
En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la Judicatura1, 

crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual manera respecto 

de la competencia territorial el CPACA, señala:  
 

“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 

3.3. Por el factor cuantía 

 
El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 

cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 
De acuerdo a las normas antes citadas, y los hechos objeto del presente medio 
de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Circuito Judicial de 

Bogotá es competente por los factores funcional y territorial para conocer de 
éste. Los daños morales por expresa disposición no serán tenidos en cuenta 

para efectos de determinar la cuantía (Artículo 157 CPACA). 
 
En el presente caso, el apoderado de la parte actora señalo como montó para 

determinar la cuantía la suma de $ 123.389.365 (fs. 26 de la demanda) por 
concepto  de perjuicios materiales, la cual no supera los 500 SMLMV, por 

consiguiente este despacho es competente para conocer del referido asunto. 
 
4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 

 
El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 

administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 
artículo 161 del CPACA: 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito 
de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 
expresamente prohibida.  
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual se 

modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito de 
procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 

derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la ley 640 de 2001 versa: 
 

“ARTICULO 21. SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el 
acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta 
que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que se venza 
el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta 
suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 

(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud 
de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de 
la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las 
pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARÁGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 14 de diciembre 

de 2020 ante la Procuraduría 88 Judicial I para Asuntos Administrativos y la 
fecha de la constancia de que se llevó a cabo la audiencia de conciliación es del 
día 29 de enero de 2021, el término de interrupción de la acción contencioso 

administrativa seria de QUINCE (15) y UN (1) MES.  
 

En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar que se agotó 
el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial  por parte de ANDRES 
FELIPE RAMIREZ SUAREZ,  DORIS SUAREZ DELGADO, IVAN CAMILO RAMIREZ 

SUAREZ y JUAN SEBASTIAN RAMIREZ SUAREZ y como convocado NACIÓN –
MINISTERIO    DE    DEFENSA – ARMADA  NACIONAL.   

 
5. DEL TÉRMINO  DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 

Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la acción 
contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado el en el 

artículo  164 numeral 2 literal i de la ley 1437 de 2011 no se han alterado, y en 
consecuencia el término de caducidad es de dos (02) años contados a partir del 
día siguiente de la ocurrencia de los hechos. 

 
El artículo 164 del CPACA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
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posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el hecho generador de la presunta 

responsabilidad de la entidad demandada  fue el 25 de julio de 2019 
(informativo por lesiones) y de acuerdo a esto se cuenta con dos años a partir 
del día siguiente del acaecimiento del hecho para presentar la demanda por el 

medio de control de reparación directa, el cual correspondería 26 de julio de 
2021,  ahora, contando la interrupción del término por la conciliación prejudicial 

de QUINCE (15) y UN (1) MES, el plazo para presentarla se extendía hasta el 
11 DE SEPTIEMBRE DEL 2021.   

 
En el presente caso la demanda por acción contenciosa administrativa fue 
radicada el 5 de marzo de 2021, por lo tanto, es evidente que el medio de 

control esta en término a la fecha de presentación. 
 

6. DEL PODER Y LA LEGITIMACIÓN EN ACTIVA Y PASIVA  
 
Con relación a la legitimación por activa, se tiene a esta como la posibilidad que 

tiene aquella persona que ha sufrido un daño para obtener el resarcimiento 
mismo por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa.  

 
El artículo 160 del CPACA, respecto al derecho de postulación versa: 
 

“Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa”. (Subrayado del Despacho). 

 
Con la demanda se presentaron poderes conferidos por los señores ANDRES 

FELIPE RAMIREZ SUAREZ,  DORIS SUAREZ DELGADO, IVAN CAMILO RAMIREZ 
SUAREZ y JUAN SEBASTIAN RAMIREZ SUAREZ en debida forma al abogado 

HÉCTOR EDUARDO BARRIOS HERNÁNDEZ, por lo que se reconocerá.   
 
Por otro lado junto con la demanda se presentaron los siguientes documentos 

con la finalidad que acreditar el parentesco de los demandantes con la víctima 
directa, así:   

 
1. Registro civil de nacimiento de ANDRES FELIPE RAMIREZ SUAREZ (víctima 

directa) 

2. Registro civil de nacimiento de IVAN CAMILO RAMIREZ SUAREZ (hermano 
víctima directa) 

3. Registro civil de nacimiento de JUAN SEBASTIAN RAMIREZ SUAREZ (hermano 
víctima directa) 

 

Frente a la legitimación y la representación de la Entidades dispone el artículo 
159 del CPACA: 
 

“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás 
sujetos de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al 
proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los procesos 
contencioso administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 
(…) 

 

En el presente  caso la apoderada de la parte demandante solicita que se admita 
la demanda en contra de la  Nación - Nación – Ministerio de Defensa –Armada 

Nacional, con el fin de  obtener  la reparación por los daños ocasionados, como 
consecuencia  de los perjuicios causados a los demandantes con ocasión de los 
hechos ocurridos el 25 de julio de 2019, donde resultó lesionado el infante de 

marina Andres Suarez Delgado. 
 

Ahora, el artículo 48  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL 

SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
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ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA 

JURISDICCIÓN, indica la intervención de la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado en los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción 
en donde estén involucrados intereses litigiosos de la Nación, en los términos 

del artículo 2° del Decreto Ley 4085 de 2011 o la norma que lo sustituya, para 
que intervenga de conformidad con el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012.  
 

Ahora bien el Decreto 4085 de 2011, respecto del objetivo de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, señala: 
 

“ARTÍCULO 2o. OBJETIVO. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y 
acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado 
definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia 
de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño 
antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones que 
aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de la 
Nación.  
PARÁGRAFO. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la Nación, los 
siguientes:  
a) Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración Pública del orden 
nacional por ser parte en un proceso. (Negrilla y subrayado del Despacho). 

 

Teniendo en cuenta que las entidades demandadas son del orden Nacional,  se 
debe adelantar la notificación personal a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado. 

 
Por otra parte, artículo 35 y 37  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO 

DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T 

AN ANTE LA JURISDICCIÓN, señaló lo siguiente:  

 
7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán 

las notificaciones personales. Para tal efecto, deberán indicar también su canal 

digital. 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deber proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario 

velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la 

demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará 

con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 

 

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 

anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará 

al envío del auto admisorio al demandado. 

Artículo 37. Modifíquese el numeral 7 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el 

cual quedará así: 

 

7. El lugar donde el demandado, su representante o apoderado recibirán las 

notificaciones personales y las comunicaciones procesales. Para tal efecto, deberán 

indicar también su canal digital.” 
 

Por otro lado, se advierte junto con la demanda se indicó los correos electrónicos 

de la demandada cumplimiento con esto lo establecido en el artículo 37 de la 
Ley 2080.  
 

Por último el Decreto 806 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica” dispuso en el artículo 6°, que serán causales de 
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inadmisión de la demanda la falta de indicación de los canales digitales para 
notificación a las partes, sus apoderados, testigos, peritos y terceros que deban 

ser citados, así como también, no aportar la copia del envió por correo 
electrónico o físico de la demanda y sus anexos a las demandadas.  
 

En consideración de lo expuesto el despacho advierte que junto con la demanda  
se allegó correos electrónicos de los demandados, no obstante no se allega el 

buzón de notificaciones del testigo, por lo que se requiere al apoderado de la 
parte demandante.  
 

Por otro lado, no se juntó con la demanda constancia de envío de la demanda a 
la demandada, por lo que se requiere al apoderado de la parte demandante para 

que dé cumplimiento. 
 

7. DE LAS NOTIFICACIONES VÍA CORREO ELECTRÓNICO 
 
El artículo 52 de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T AN ANTE LA 

JURISDICCIÓN” establece lo siguiente: 
 

“Artículo 52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará 

así: 

 

1. La providencia a ser notificada se remitirá por el Secretario al canal digital 

registrado y para su envío se deberán utilizar los mecanismos que garanticen la 

autenticidad e integridad del mensaje.  

 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos 

dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 

correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 

Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del 

destinatario al mensaje. El Secretario hará constar este hecho en el expediente. 

De las notificaciones realizadas electrónicamente se conservarán los registros para 

consulta permanente en línea por cualquier interesado.” 

 

Las notificaciones de que trata el artículo 198 del CPACA se realizarán a través 
del correo electrónico, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 

ibídem, que al respecto señala: “se entenderán como personales las 
notificaciones surtidas a través del buzón de correo electrónico.  
 

Así mismo, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se le notificará 
por correo electrónico, al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 

2.2.3.2.1.3 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, el cual apalabra: 
 

“Para efectos de las notificaciones personales que se deban realizar a la Agencia Nacional 

de Defensa Jurídica del Estado, se entenderá que el correo electrónico cumple los mismos 
propósitos que el servicio postal autorizado para enviar la copia de la demanda, de sus 
anexos y del auto admisorio, en los términos del artículo 197 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En estos casos, no será necesaria la 
remisión física de los mencionados documentos”. (Subrayado del Despacho)  

 

El apoderado de la parte demandante señaló la dirección de notificación 
electrónica de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por lo que se 
encuentra cumplida la carga.  

 
Finalmente, se deja constancia que fue allegado medio magnético con la 

demanda en formato PDF.  
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Se requiere a la apoderada de la parte actora para que allegue medio magnético 
con la demanda en formato WORD.  

 
En virtud de lo anterior el Despacho, 

 

RESUELVE 
 

1. INADMITIR la acción contenciosa administrativa por el medio de control de 
REPARACIÓN DIRECTA presentada por el señor Andres Suarez Delgado y otros 
en contra de la Nación - Nación – Ministerio de Defensa –Armada Nacional. 

 
Se le concede a la parte actora, el término de diez días, contados a partir de la 

notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos anotados, de 
conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA y el artículo 6° del 

Decreto 806 de 2020.  
 
Los documentos solicitados y/o aclaraciones solicitadas en el presente auto 

deberán ser enviados por correo electrónico al buzón 
correscanbta@cendoj.ramajudcial.gov.co señalando en el asunto “Documentos 

requeridos en la inadmisión de demanda”, seguido del número del proceso. Los 
memoriales deberán aportarse en formato PDF y Word, y los adjuntos deberán 
ser legibles y aportarse en formato PDF verificando que el tamaño del archivo 

permita su fácil descarga.  
 

2. Se reconoce personería jurídica al abogado Héctor Eduardo Barrios Hernández 
identificado con C.C 19.365.795 y T.P 35.669 del C.S.J, como apoderado de la 
parte demandante de conformidad con los poderes que obran en la demanda.   

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Juez 

JARE 

 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 por regla general las actuaciones judiciales se tramitarán 
a través de medios virtuales. Para el efecto se recuerda que el correo electrónico de 
correspondencia es correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.  
 

Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás partes del proceso 
un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, simultáneamente con copia incorporada 

al mensaje enviado a este Despacho. 
 
 

 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 
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JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: d7bf276d44dcee98c51f295374f5f311fcda52f4baa02bdae7e164ae700af943 

Documento generado en 06/05/2021 09:18:56 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., cinco (05) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021-00059-00 

Demandante : Augusto Nieto Gutiérrez y otro 

Demandado : Nación – Ministerio De Comercio, Industria Y 
Turismo - Superintendencia De Sociedades,  Rama 
Judicial – Dirección Ejecutiva De La Administración 

Judicial y Army Judith Escandon de Rojas. 
Asunto : Remite por competencia al Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca 
 

I. ANTECEDENTES 

El señor Augusto Nieto Gutiérrez y otro, a través de apoderado judicial, 

presentaron acción contenciosa administrativa del medio de control reparación 
directa en contra de la Nación – Ministerio De Comercio, Industria Y Turismo - 
Superintendencia De Sociedades,  Rama Judicial – Dirección Ejecutiva De La 

Administración Judicial y Army Judith Escandon de Rojas, con el fin de que se 
declare responsable por los daños y perjuicios de toda índole causados a los 

demandantes, como consecuencia de la defectuosa administración de justicia y 
el error judicial contentivos del proceso de liquidación judicial de la Sociedad 
Reflutec de Colombia SAS, expediente 40481, y en la audiencia de resolución 

de objeciones, llevada a cabo el 11 de diciembre de 2018. 
  

La demanda fue radicada el 09 de marzo de 2021 
 

II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 
Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 
admitida. 

 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 

 
En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el 
C.G.P. de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo 

con lo proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 
2014, dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente 

doctor Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo 
CPACA. Igualmente se dará aplicación al auto  complementario del  6 de 

agosto  de 2014 expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con 
ponencia del mismo Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código 

General del Proceso. 
 
2. DE LA JURISDICCIÓN 
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Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 

operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 
las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa.  

 
En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 

responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 
públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 

Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 
negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a 

decisiones jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter 
laboral surgidos entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a 

funciones jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del 
CPACA.  

 
3. DE LA COMPETENCIA 

 
3.1. Por el factor funcional 

 

En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los 
agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 

3.2. Por el factor territorial 

 
En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la 

Judicatura1, crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual 
manera respecto de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 

3.3. Por el factor cuantía 
 

El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 
 

Los daños morales por expresa disposición no serán tenidos en cuenta para 
efectos de determinar la cuantía (Artículo 157 CPACA). 

 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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De acuerdo con las normas antes citadas, y los hechos objeto del presente 
medio de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Circuito 

Judicial de Bogotá es competente por los factores funcional y territorial para 
conocer de éste.  
 

En relación con el criterio de cuantía, en el presente caso, el apoderado señala 
como pretensión de mayor valor la suma correspondiente a $831.261.994 (fl.4 

archivo 02 demanda), por concepto de daño emergente. Teniendo en cuenta 
que el mencionado valor supera los 500 SMLMV, el asunto no corresponde a 
este juzgado, sino a los H. Magistrados del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, conforme al numeral 6 del artículo 152 CPACA. Se agrega que 
el valor de los perjuicios inmateriales no se incluye para determinar la 

pretensión de mayor valor, según lo consideró la Sección Tercera del Consejo 
de Estado al interpretar el artículo 157 del CPACA2. 

 
Por lo anterior, este despacho judicial no es competente para conocer el asunto 
y ordenará remitirlo al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca -Sección 

Tercera de conformidad con lo establecido con el numeral 6 del artículo 156 y 
artículo 168 ibidem.  

 
Este juzgado advierte que el examen de la competencia en este caso se ha 
limitado al factor de la cuantía, por lo que al juez natural le corresponde decidir 

sobre las demás cuestiones propias de la admisión de la demanda. 
 

 
En virtud de lo anterior el Despacho, 

 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO. Declarar la falta de competencia de este juzgado para conocer del 
asunto en primera instancia, conforme a la parte considerativa de la presente 

providencia.  
 

SEGUNDO. REMÍTASE el expediente al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca - Sección Tercera –reparto.  
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
 

 ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Juez 

 
 
 
 
SMCR 

 

                                                           
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, auto del 17 de 

octubre de 2013, Rad. 45679, M.P: Jaime Orlando Santofimio Gamboa, indicó: De esta manera, la Sala 

encuentra que se debe desechar, a efectos de estimar la cuantía, los pedimentos por concepto de perjuicios 

inmateriales, esto es, perjuicios morales, por violación de derechos humanos, daño fisiológico, daño a la vida 

de relación y alteración a las condiciones, conforme a lo señalado en el artículo 157 del CPACA en 

consonancia con la interpretación dada por esta Sala, por lo tanto la base objetiva para determinar la cuantía 

del asunto está dada i) por los perjuicios materiales; en todo caso, se impone una distinción adicional, pues 

habida cuenta que existe una acumulación de pretensiones, ¡i) preciso será tomar de aquellas la de mayor 

monto individualmente considerada y, por último, se reitera que iii) no se pueden contabilizar los perjuicios 

que se causen con posterioridad a la presentación de la demanda. 
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NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 y la ley 2080 de 2021 por regla 
general las actuaciones judiciales se tramitarán a través de medios virtuales. 

Para el efecto se recuerda que el correo electrónico es 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 

Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás 
partes del proceso un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, 

simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a este Despacho. 
 
 

 
 
 

 

 
 
 
 
 

 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 8a95b50f2f7db4fb00fd62446e9e0fe5cf25e10b3311527dbd9a6666269c1b71 

Documento generado en 06/05/2021 09:18:58 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 

 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021-00061-00 

Demandante : Janeli Gelvez Jaimes 

Demandado : Ecopetrol S.A 
Asunto : Inadmite demanda; concede término. 
 

I. ANTECEDENTES 

La señora Janeli Gelvez Jiames a través de apoderado judicial, presento acción 
contenciosa administrativa del medio de control reparación directa en contra 
de Ecopetrol S.A  con el fin de que se declare responsable por los daños y 

perjuicios causados por el derrame de hidrocarburos del Pozo 158 Lizama, 
iniciado el 2 de marzo y terminado el 30 de marzo de 2018 y que se extendió 

hasta el 5 de marzo de 2019. 
 
La demanda fue radicada el 11 de marzo de 2021 

 
II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 

Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 
admitida. 

 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 
 

En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el 
C.G.P. de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo 
con lo proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 

2014, dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente 
doctor Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo 
CPACA. Igualmente se dará aplicación al auto  complementario del  6 de 

agosto  de 2014 expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con 
ponencia del mismo Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código 
General del Proceso. 

 
2. DE LA JURISDICCIÓN 

 
Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 

operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 
las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 

administrativa.  
 

En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 

responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 
públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
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intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 
Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 

negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a 
decisiones jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter 
laboral surgidos entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a 

funciones jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del 
CPACA.  

 

3. DE LA COMPETENCIA 
 

3.1. Por el factor funcional 
 

En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los 
agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 

3.2. Por el factor territorial 

 
En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la 
Judicatura1, crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual 

manera respecto de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 
3.3. Por el factor cuantía 
 

El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 

De acuerdo a las normas antes citadas, y los hechos objeto del presente medio 
de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Circuito Judicial de 

Bogotá es competente por los factores funcional y territorial para conocer de 
éste.  
 

Los daños morales por expresa disposición no serán tenidos en cuenta para 
efectos de determinar la cuantía (Artículo 157 CPACA). 

 
En el presente caso, el apoderado señala como pretensión de mayor valor la 

suma correspondiente a $ 121.490.312 (fl.24 archivo 02. demanda), por 
concepto de lucro cesante, teniendo en cuenta que el mencionado valor no 
supera los 500 SMLMV, este despacho  es competente para conocer del 

referido asunto. 
 

 
                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 

El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 
administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 
artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá 
requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad 
con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se 
encuentre expresamente prohibida.  
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual 

se modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito 
de procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 

derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la ley 640 de 2001 versa: 

 
“ARTICULO 21. SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que 
el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o 
hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que 
se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. 
Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular 

solicitud de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se 
acompañará de la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el 
caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARÁGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente caso, no se evidencia acta de conciliación extrajudicial, por lo 
que se requiere al apoderado de la parte actora para que la aporte. 

 

5. DEL TÉRMINO  DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 
Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la 

acción contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado el 
en el artículo  164 numeral 2 literal i de la Ley 1437 de 2011 y en 

consecuencia el término de caducidad es de dos (02) años contados a partir 
del día siguiente de la ocurrencia de los hechos. 
 

El artículo 164 del CPACA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 

posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 
El apoderado de la parte actora, señala como fecha del hecho dañoso en el 
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mes de marzo de 2019, pero no determina el día por lo cual se le requiere al 
apoderado de la parte actora, para que indique exactamente fecha  de 

conocimiento del daño sufrido, aportando prueba sumaria para así determinar 
el término de caducidad de la acción.  

 

6. DEL PODER Y LA LEGITIMACIÓN EN ACTIVA Y PASIVA  

 

Con relación a la legitimación por activa, se tiene a esta como la 

posibilidad que tiene aquella persona que ha sufrido un daño para 

obtener el resarcimiento mismo por medio de la jurisdicción contenciosa 
administrativa.  

 
El artículo 160 del CPACA, respecto al derecho de postulación versa: 
 

“Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa”. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente asunto no fue allegado poder debidamente conferido por: 

 
Frente a la legitimación y la representación de la Entidades dispone el artículo 
159 del CPACA: 

 
“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo con 

la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los 
procesos contencioso administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. (…) 

 
En el presente  caso el apoderado de la parte demandante solicita que se 

admita demanda en contra de Ecopetrol S.A  con el fin de que se declare 

responsable por los daños y perjuicios causados por el derrame de 
hidrocarburos del Pozo 158 Lizama, iniciado el 2 de marzo y terminado el 30 

de marzo de 2018 y que se extendió hasta el 5 de marzo de 2019. 
 
El numeral primero del artículo 627 de la Ley 1564 de 2012 (Código General 

del Proceso), señala la entrada en vigencia de los artículos 610 a 627 a partir 
de la promulgación de esta ley (12 de Julio de 2012), el artículo 610 del mismo 

estatuto, indica la intervención de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado en los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción donde 
intervengan entidades públicas, para defender los intereses patrimoniales del 

Estado. 
 

Ahora bien el Decreto 4085 de 2011, respecto del objetivo de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado, señala: 
 

“ARTÍCULO 2o. OBJETIVO. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y 
acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado 
definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia 
de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño 
antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones 
que aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos 
de la Nación.  
PARÁGRAFO. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la Nación, los 
siguientes:  
a) Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración Pública del orden 
nacional por ser parte en un proceso. (Negrilla y subrayado del Despacho). 

 
Teniendo en cuenta que las entidades demandadas son del orden Nacional,   se 

debe adelantar la notificación personal a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado. 

 
7. DE LAS NOTIFICACIONES VÍA CORREO ELECTRÓNICO 
 

El artículo 205 del CPACA establece lo siguiente: 
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 “Además de los casos contemplados en los artículos anteriores, se podrán 

 notificar las providencias a través de los medios electrónicos, a quien haya 

 aceptado expresamente este medio de comunicación”.  

 

Las notificaciones de que trata el artículo 198 del CPACA se realizarán a través 
del correo electrónico, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 

ibídem, que al respecto señala: “se entenderán como personales las 
notificaciones surtidas a través del buzón de correo electrónico.  

 
Así mismo, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se le 
notificará por correo electrónico, al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del 

artículo 2.2.3.2.1.3 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, el cual 
apalabra: 
 

“Para efectos de las notificaciones personales que se deban realizar a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se entenderá que el correo electrónico 

cumple los mismos propósitos que el servicio postal autorizado para enviar la 

copia de la demanda, de sus anexos y del auto admisorio, en los términos del 

artículo 197 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. En estos casos, no será necesaria la remisión física de los 

mencionados documentos”. (Subrayado del Despacho)  

 

El apoderado de la parte demandante  no señaló las direcciones de notificación 
de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Se requiere al 

apoderado de la parte actora allegue lo mencionado anteriormente. 
 

Por otra parte, el Decreto 806 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica” dispuso en el artículo 6°, que serán causales de 

inadmisión de la demanda la falta de indicación de los canales digitales para 
notificación a las partes, sus apoderados, testigos, peritos y terceros que 

deban ser citados, así como también, no aportar la copia del envió por correo 
electrónico o físico de la demanda y sus anexos a las demandadas”.  
 

En consideración de lo expuesto el despacho advierte que junto con la 
demanda se allegó correos electrónicos del apoderado, pero no de los testigos, 

se requiere al apoderado de la parte actora para que las aporte.  
 
No se evidencia copia del envío de la demanda y sus anexos a las demandadas 

por correo electrónico o físico, por lo que se requiere al apoderado para que 
acredite el envío. 

 
Así mismo se requiere al apoderado de la parte actora, realice el respectivo 
traslado de la subsanación de la demanda. 

 
Se requiere al apoderado de la parte actora, para que allegue demanda en 

formato Word 
 
En virtud de lo anterior el Despacho, 

 
 

RESUELVE 
1. INADMITIR la acción contenciosa administrativa por el medio de control 

de REPARACIÓN DIRECTA presentada por Janeli Gelvez Jaimes en contra de 

Ecopetrol S.A  
 

Se le concede a la parte actora, el término de diez días contados a partir de la 
notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos anotados, 
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de conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA y el artículo 
6° del Decreto 806 de 2020 y la Ley 2080 de 2021. Los documentos solicitados 

y/o aclaraciones solicitadas en el presente auto deberán ser enviados por 
correo electrónico al buzón correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. Los 
memoriales deberán aportarse en formato PDF y Word, y los adjuntos deberán 

ser legibles y aportarse en formato PDF verificando que el tamaño del archivo 
permita su fácil descarga.  

 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

 ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Juez 

 
 
 
SMCR 
 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 y la ley 2080 de 2021 por regla 

general las actuaciones judiciales se tramitarán a través de medios virtuales. 
Para el efecto se recuerda que el correo electrónico es 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás 

partes del proceso un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, 
simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a este Despacho. 
 

 
 

 
 
 
 

 

 
 
 
 
 

 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 01ed7a1cc4614d7af03548ec131710e5624e21def2c4de287196893cf8741b22 

Documento generado en 06/05/2021 09:18:59 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 

 
Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 

 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021-00064-00 

Demandante : José Peter Lenis Hernández 

Demandado : Nación – Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, Sufinancia S.A.S; María Victoria Triviño 
Buitrago.  

Asunto : Inadmite demanda; concede término. 
 

I. ANTECEDENTES 

El señor José Peter Lenis Hernández a través de apoderado judicial, presentó 

acción contenciosa administrativa del medio de control reparación directa en 
contra de la NACIÓN - RAMA JUDICIAL DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, a la 

sociedad SUFINANCIA S.A.S. y la secuestre MARIA VICTORIA TRIVIÑO 
BUITRAGO con el fin de que se declaren responsables de los perjuicios 
generados respecto del vehículo Automotor identificado con placas CDP732, de 

marca HYUNDAI, línea ACCENT GLS, modelo 2008 , por la falla del servicio 
presentada.  

 
La demanda fue radicada el 12 de marzo de 2021 
 

II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 
Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 

admitida. 

 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 

 
En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el 

C.G.P. de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo 
con lo proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 

2014, dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente 
doctor Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo 

CPACA. Igualmente se dará aplicación al auto  complementario del  6 de 
agosto  de 2014 expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con 

ponencia del mismo Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código 
General del Proceso. 
 

2. DE LA JURISDICCIÓN 
 

Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 

las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa.  
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En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 

responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 
públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 

Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 
negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a 

decisiones jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter 
laboral surgidos entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a 
funciones jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del 

CPACA.  

 
3. DE LA COMPETENCIA 

 
3.1. Por el factor funcional 

 
En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los 
agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 

3.2. Por el factor territorial 

 
En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la 

Judicatura1, crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual 
manera respecto de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 

3.3. Por el factor cuantía 
 

El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 
De acuerdo a las normas antes citadas, y los hechos objeto del presente medio 

de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Circuito Judicial de 
Bogotá es competente por los factores funcional y territorial para conocer de 

éste.  
 
Los daños morales por expresa disposición no serán tenidos en cuenta para 

efectos de determinar la cuantía (Artículo 157 CPACA). 
 

En el presente caso, el apoderado señala como pretensión de mayor valor la 
suma correspondiente a $18’057.142 (fl.4 archivo 02.demanda), por concepto 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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de daño emergente, teniendo en cuenta que el mencionado valor no supera los 
500 SMLMV, este despacho  es competente para conocer del referido asunto. 

 
4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 

El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 
administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 

artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá 
requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad 
con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se 
encuentre expresamente prohibida.  
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual 

se modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito 

de procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 
derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la ley 640 de 2001 versa: 

 
“ARTICULO 21. SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 

solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que 
el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o 
hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que 
se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. 
Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular 
solicitud de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se 
acompañará de la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el 
caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARÁGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 05 de 

noviembre de 2020 ante la Procuraduría 97 Judicial I para Asuntos 
Administrativos  y se llevó a cabo la audiencia de conciliación el día 14 de 

enero de 2021, el término de interrupción de la acción contencioso 
administrativa fue de DOS MESES (02) Y NUEVE (09) DÍAS. 
 

En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar que se agotó 
el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial  por parte de JOSE 

PETER LENIS HERNANDEZ y como convocado RAMA JUDICIAL DE LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA - SUFINANCIA S.A.S - MARIA VICTORIA TRIVIÑO 
BUITRAGO (fls 90 a 94 archivo 02.demanda) 

 

5. DEL TÉRMINO  DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 
Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la 

acción contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado el 
en el artículo  164 numeral 2 literal i de la Ley 1437 de 2011 y en 
consecuencia el término de caducidad es de dos (02) años contados a partir 

del día siguiente de la ocurrencia de los hechos. 
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El artículo 164 del CPACA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el hecho generador de la presunta 

responsabilidad de la entidad demandada  fue el 19 de noviembre de 2019 
(fecha del oficio OCCE19AMO3080 donde se ordena terminación del proceso 

cancelación de medidas cautelares decretadas sobre el vehículo CDP-732  
visible a folio 45 archivo 2.demanda) y de acuerdo a esto se cuenta con dos 
años a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho para presentar la 

demanda por el medio de control de reparación directa; ahora, contando la 
interrupción del término por la conciliación prejudicial de DOS (2) MESES Y 

NUEVE (09) DÍAS el plazo para presentarla se extendía hasta el 11 de 
ENERO de 2022. 
 

En el presente caso la demanda por acción contencioso administrativa fue 
radicada el  12 DE MARZO DE 2021, por lo tanto, es evidente que el actor se 

encontraba en término a la fecha de presentación del medio de control. 

 
6. DEL PODER Y LA LEGITIMACIÓN EN ACTIVA Y PASIVA  
 
Con relación a la legitimación por activa, se tiene a esta como la posibilidad 

que tiene aquella persona que ha sufrido un daño para obtener el 
resarcimiento mismo por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa.  

 
El artículo 160 del CPACA, respecto al derecho de postulación versa: 
 

“Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa”. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente asunto no fue allegado poder debidamente conferido al abogado 

Jaime Bravo Contreras. 
 

Por lo anterior se requiere al apoderado de la parte actora, allegue lo 
mencionado anteriormente. 
 

Aporta certificado de cámara y comercio de la Sociedad Sufinancia S.A.S. (fls 
archivo 2. demanda) 

 
Frente a la legitimación y la representación de la Entidades dispone el artículo 
159 del CPACA: 

 
“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo con 

la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los 
procesos contencioso administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. (…) 

 
En el presente  caso el apoderado de la parte demandante solicita que se 

admita demanda en contra de la  NACIÓN - RAMA JUDICIAL DE LA REPÚBLICA 

DE COLOMBIA, a la sociedad SUFINANCIA S.A.S. Y a la secuestre MARIA 
VICTORIA TRIVIÑO BUITRAGO con el fin de que se declaren responsables de 

los perjuicios generados respecto del vehículo Automotor identificado con 
placas CDP732, de marca HYUNDAI, línea ACCENT GLS, modelo 2008  por la 
falla del servicio presentada. 
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El numeral primero del artículo 627 de la Ley 1564 de 2012 (Código General 
del Proceso), señala la entrada en vigencia de los artículos 610 a 627 a partir 

de la promulgación de esta ley (12 de Julio de 2012), el artículo 610 del mismo 
estatuto, indica la intervención de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado en los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción donde 

intervengan entidades públicas, para defender los intereses patrimoniales del 
Estado. 

 
Ahora bien el Decreto 4085 de 2011, respecto del objetivo de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado, señala: 
 

“ARTÍCULO 2o. OBJETIVO. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y 
acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado 
definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia 
de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño 
antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones 
que aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos 
de la Nación.  
PARÁGRAFO. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la Nación, los 
siguientes:  
a) Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración Pública del orden 
nacional por ser parte en un proceso. (Negrilla y subrayado del Despacho). 

 

Teniendo en cuenta que las entidades demandadas son del orden Nacional,   se 
debe adelantar la notificación personal a la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado. 
 
7. DE LAS NOTIFICACIONES VÍA CORREO ELECTRÓNICO 
 

El artículo 205 del CPACA establece lo siguiente: 
 

 “Además de los casos contemplados en los artículos anteriores, se podrán 

 notificar las providencias a través de los medios electrónicos, a quien haya 

 aceptado expresamente este medio de comunicación”.  

 

Las notificaciones de que trata el artículo 198 del CPACA se realizarán a través 
del correo electrónico, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 

ibídem, que al respecto señala: “se entenderán como personales las 
notificaciones surtidas a través del buzón de correo electrónico.  

 
Así mismo, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se le 
notificará por correo electrónico, al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del 

artículo 2.2.3.2.1.3 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, el cual 
apalabra: 
 

“Para efectos de las notificaciones personales que se deban realizar a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se entenderá que el correo electrónico 

cumple los mismos propósitos que el servicio postal autorizado para enviar la 

copia de la demanda, de sus anexos y del auto admisorio, en los términos del 

artículo 197 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. En estos casos, no será necesaria la remisión física de los 

mencionados documentos”. (Subrayado del Despacho)  

 

El apoderado de la parte demandante  no señaló las direcciones de notificación 
de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Se requiere al 

apoderado de la parte actora allegue lo mencionado anteriormente. 
 

Por otra parte, el Decreto 806 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 

los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica” dispuso en el artículo 6°, que serán causales de 

inadmisión de la demanda la falta de indicación de los canales digitales para 
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notificación a las partes, sus apoderados, testigos, peritos y terceros que 
deban ser citados, así como también, no aportar la copia del envió por correo 

electrónico o físico de la demanda y sus anexos a las demandadas”.  
 
En consideración de lo expuesto el despacho advierte que junto con la 

demanda se allegó correos electrónicos del apoderado, pero no de los testigos, 
se requiere al apoderado de la parte actora para que las aporte.  

 
No se evidencia copia del envío de la demanda y sus anexos a las demandadas 
por correo electrónico o físico, por lo que se requiere al apoderado para que 

acredite el envío. 
 

Así mismo se requiere al apoderado de la parte actora, realice el respectivo 
traslado de la subsanación de la demanda. 

 
Se requiere al apoderado de la parte actora, para que allegue demanda en 
formato Word 

 
En virtud de lo anterior el Despacho, 

 
 

RESUELVE 

1. INADMITIR la acción contenciosa administrativa por el medio de control 
de REPARACIÓN DIRECTA presentada por Nación - Rama Judicial de la 

República de Colombia, Sufinancia S.A.S; María Victoria Triviño Buitrago.en 
contra de Nación - Rama Judicial de la República de Colombia, Sufinancia 
S.A.S; María Victoria Triviño Buitrago. 

 
Se le concede a la parte actora, el término de diez días contados a partir de la 

notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos anotados, 
de conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA y el artículo 
6° del Decreto 806 de 2020 y la Ley 2080 de 2021. Los documentos solicitados 

y/o aclaraciones solicitadas en el presente auto deberán ser enviados por 
correo electrónico al buzón correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. Los 

memoriales deberán aportarse en formato PDF y Word, y los adjuntos deberán 
ser legibles y aportarse en formato PDF verificando que el tamaño del archivo 
permita su fácil descarga.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

 ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Juez 

 
 
SMCR 
 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 y la ley 2080 de 2021 por regla 

general las actuaciones judiciales se tramitarán a través de medios virtuales. 
Para el efecto se recuerda que el correo electrónico es 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás 

partes del proceso un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, 
simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a este Despacho. 
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Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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Documento generado en 06/05/2021 09:19:01 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 

 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

-SECCIÓN TERCERA- 

 

Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Medio de Control : Repetición 

Ref. Proceso : 110013336037 2021 00066 00 
Demandante : FIDUAGRARIA  S.A. 

Demandado : CAMILO  ALBERTO  DÍAZ  RINCÓN  y otro 
Asunto : Inadmite demanda 

 

ANTECEDENTES 
 

1. Mediante apoderado la FIDUAGRARIA S.A en calidad de vocera y 

administradora del PATRIMONIO  AUTÓNOMO  DE REMANENTES  DEL  INSTITUTO  
DE  SEGUROS  SOCIALES  EN  LIQUIDACIÓN, interpuso ante esta jurisdicción, 
medio de control repetición con el fin de que se declare responsable a los señores 

CAMILO  ALBERTO  DÍAZ  RINCÓN  y REYNALDO RAMÍREZ RESTREPO en  su  
condición  de  médico  tratante  y  director  o representante legal del INSTITUTO 

DE SEGURO SOCIAL SECCIONAL CUNDINAMARCA de la condena impuesta a la 
institución a título de falla en el servicio médico por los daños ocasionados a la 
señora JAKELINE RAMÍREZ MEDINA, conforme con la dispuesto en sentencia de 

primera instancia proferida por este Despacho, decisión que fue confirmada  por  
el  Tribunal  Administrativo  de  Cundinamarca, Sección  Tercera,  Subsección  

B,  en  fallo  del 22  de febrero de 2012. 
 
2. La demanda se radicó el 19 de noviembre de 2020.  

 
3. Por reparto el correspondió el conocimiento del medio de control al Juzgado 

31 Administrativo de Bogotá D.C., quien por auto de fecha 25 de febrero de 
2021, declaró la falta de competencia para lo cual ordenó remitir el expedienate 
a este Juzgado.  

 
4. Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos según acta individual de 

reparto, asigno el medio de control de la referencia a este Despacho.     
 

CONSIDERACIONES 

 
Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control de repetición, 

a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser admitida. 
 
1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 

 
El Despacho advierte que de conformidad con lo señalado en la providencia de 

Sala Plena del Consejo de Estado, Magistrado Ponente ENRIQUE GIL BOTERO, 
de fecha 25 de Junio de 2014, dentro del proceso con número interno 49.299, 
en adelante se dará aplicación a lo estipulado en el Código General del Proceso 

(Ley 1564 de 2012), por remisión del art. 306 del CPACA en los aspectos no 
regulados y que resulten compatibles con el procedimiento contencioso 

administrativo. Igualmente se dará aplicación al auto complementario del 06 de 
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Agosto de 2014 Expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con 
ponencia del mismo magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código 

General del Proceso. 
 

2. EL PRINCIPIO DEL JUEZ NATURAL 
 
Uno de los elementos del debido proceso es el del juez natural. El artículo 29 de 

la Constitución Política lo contempla en los siguientes términos. 
 

“ART. 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas.”  
  
“Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio.”  

 

Este principio del juez natural es aplicable, como todas las reglas del debido 
proceso, a todas las actuaciones, tanto judiciales como administrativas, tal como 

lo dice la norma constitucional transcrita e integra uno de los factores de la  
competencia jurisdiccional. 
 

Por ende, las reglas de competencia son de orden público y de ineludible 
cumplimiento.  

 
En consecuencia, pasar por alto esas reglas de competencia sería violatorio del 
debido proceso y del principio del Juez Natural. 

 
3. DE LA COMPETENCIA DEL MEDIO DE CONTROL DE REPETICIÓN: 

 
El artículo 155 del CPACA versa: 
 

“COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los jueces 
administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos:  
(…) 
8. De las acciones de repetición que el Estado ejerza contra los servidores o ex servidores 
públicos y personas privadas que cumplan funciones públicas, incluidos los agentes 

judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes y cuya competencia no estuviere asignada al Consejo de Estado en 
única instancia. (…)” (Subrayado del Despacho). 
 

El artículo 7 del  de la Ley 678 de 2001: 
 

Art. 7. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. La jurisdicción de lo contencioso administrativo 
conocerá de la acción de repetición. 

 
Será competente el Juez o Tribunal ante el que se tramite o se haya tramitado el proceso 
de responsabilidad patrimonial contra el Estado de acuerdo con las reglas de competencia 
señaladas en el Código Contencioso Administrativo. 
 
Cuando la reparación patrimonial a cargo del Estado se haya originado en una conciliación 
o cualquier otra forma permitida por la ley para solucionar un conflicto con el Estado, será 

competente el juez o tribunal que haya aprobado el acuerdo o que ejerza jurisdicción 

territorial en el lugar en que se haya resuelto el conflicto.” (Subrayado del Despacho). 
 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, se advierte que el valor de la pretensión mayor 
de la demanda, para este caso es de $ 47.602.125, por concepto de los dineros 

que se cancelaron por la condena impuesta por este Despacho. Sentencia que 
fue confirmada por el Tribunal  Administrativo  de  Cundinamarca, Sección  

Tercera,  Subsección  B, correspondiente al 50% de los dineros contenidos en la 
misma.  
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Así las cosas como quiera que este valor no supera los quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, este juzgado es el competente para 

conocer de la presente demanda. 
 

4. DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 
Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la acción 

contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado en el artículo  
164 numeral 2 literal l de la Ley 1437 de 2011 y en consecuencia el término de 

caducidad es de dos (02) años contados a partir del día siguiente de la fecha del 
pago, o, a más tardar desde el vencimiento del plazo con que cuenta la 

administración para el pago de condenas.  
 
El artículo 164 del CPCA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  

(…) 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
) Cuando se pretenda repartir para recuperar lo pagado como consecuencia de una condena, 
conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, el termino será de dos (2) años, 
contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más tardar desde el 
vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas de 

conformidad con lo previsto en este código. (Negrillas y subrayados del despacho) 

 
El Despacho advierte en este punto que junto con la demanda se allegó link 

donde se puede descargar la demanda, poderes y anexos, no obstante frente a 
estos dos últimos documentos no se permite la visualización, por generar error.  

 
En tal sentido y dado que no se puede observar las pruebas y los anexos de la 
demanda, se requerirá al apoderado para que allegue la documental necesaria 

para surtir el trámite descrito en la norma.  
 

5. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDA DE REPETICION 

 
5.1 Efectuar el pago a satisfacción. 

 
El artículo 161 del CPACA estipula que: 

 
La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de los requisitos previos en los 
siguientes casos: 
(…) 
6. cuando el estado pretenda recuperar lo pagado por una condena, terminación, u otra 

forma de terminación de un conflicto, se requiere que previamente haya realizado dicho 

pago. 

 
Como se dijo con antelación junto con la demanda no se aportó en debida forma  

las pruebas necesarias para el estudio del medio de control, por lo que se quiere 
al profesional del derecho.  
 

5.2 Aprobación del comité de conciliación de las entidades públicas para 
iniciar demanda de repetición.  
 

El artículo 26 del Decreto 1617 de 2009 señala: 
 
Los comités de Conciliación de las entidades públicas deberán realizar los estudios pertinentes 
para determinar la procedencia de la acción de repetición. 
 

Para ello, el ordenador del gasto, al día siguiente del pago total del capital de una condena, 

de una conciliación o de cualquier otro crédito surgido por concepto de la responsabilidad 
patrimonial de la entidad, deberá remitir al acto administrativo y sus antecedentes al Comité 
de conciliación, para que en un término no superior a seis (6) meses se adopte la decisión 
motivada de iniciar o no el proceso de repetición y se presente la correspondiente demanda, 
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cuando la misma resulte procedente, dentro de los tres (3) meses siguientes a la decisión.   

 
Parágrafo único: la Oficina de Control Interno de las entidades o quien haga sus veces, deberá 

verificar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en este artículo. 

 
No obstante a lo anterior, se advierte que no se allegó el acta del comité de 
conciliación y defensa judicial de la entidad por medio del cual deliberaron  y 

decidieron iniciar acción de repetición en contra de los aquí demandados, por lo 
que se requiere al apoderado de la parte demandante.    

 
6. DEL PODER Y LA LEGITIMACIÓN EN ACTIVA Y PASIVA  
 

Con relación a la legitimación por activa, se tiene a esta como la posibilidad que 
tiene aquella persona que ha sufrido un daño para obtener el resarcimiento 

mismo por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa. 
 

El artículo 160 del CPACA, respecto al derecho de postulación versa: 
 

“Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa”. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente asunto si bien se relaciona en el acápite de anexos de la demanda 
poder, en el link anexo no se permite su visualización por lo que se requiere al 

profesional del derecho.  
 

Frente a la legitimación y la representación de la Entidades dispone el artículo 
159 del CPACA: 

 
“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás sujetos 

de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán 
obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso 
administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados.  
 
La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos judiciales, por el 
ministro, Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional 

del estado Civil, Procurador general de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal 
general de la Nación o por la persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto 
o produjo el hecho (…)” 

 

El apoderado de la parte demandante imputa hechos a los señores CAMILO  
ALBERTO  DÍAZ  RINCÓN  y REYNALDO RAMÍREZ RESTREPO en  su  condición  

de  médico  tratante  y  director  o representante legal del INSTITUTO DE 
SEGURO SOCIAL SECCIONAL CUNDINAMARCA donde resulto condenada la 

institución a título de falla en el servicio médico por los daños ocasionados a la 
señora JAKELINE RAMÍREZ MEDINA. 
 

No obstante no se evidencia Resoluciones de nombramientos, acta de posesión, 
donde se puede evidenciar el tiempo de servicio prestado, cargo desempeñado 

por lo aquí demandados.  
 
Por lo que se requiere al apoderado de la parte actora allegue lo anteriormente 

mencionado. 
 

 
Ahora, el artículo 48  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL 

SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T AN ANTE LA 

JURISDICCIÓN, indica la intervención de la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado en los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción 
en donde estén involucrados intereses litigiosos de la Nación, en los términos 

del artículo 2° del Decreto Ley 4085 de 2011 o la norma que lo sustituya, para 
que intervenga de conformidad con el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012.  
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Ahora bien el Decreto 4085 de 2011, respecto del objetivo de la Agencia Nacional 

de Defensa Jurídica del Estado, señala: 
 
“ARTÍCULO 2o. OBJETIVO. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, 
planes y acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación 
y del Estado definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las 
políticas en materia de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y 
entidades públicas, del daño antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, 
coordinación y ejecución de las acciones que aseguren la adecuada implementación de las 
mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de la Nación.  

PARÁGRAFO. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la Nación, 
los siguientes:  
a) Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración Pública del 
orden nacional por ser parte en un proceso. (Negrilla y subrayado del Despacho). 

 

Teniendo en cuenta que la parte demandante es una entidad del orden Nacional, 

se deberá adelantar la notificación personal a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado. 

 
Por otra parte, artículo 35 y 37  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO 

DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T 

AN ANTE LA JURISDICCIÓN, señaló lo siguiente:  

 
7. El lugar y dirección donde las partés y el apoderado de quien demanda recibirán 

las notificaciones personales. Para tal efecto, deberán indicar también su canal 

digital. 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deber proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario 

velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la 

demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará 

con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 

 

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 

anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará 

al envío del auto admisorio al demandado. 

Artículo 37. Modifíquese el numeral 7 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el 

cual quedará así: 

 

7. El lugar donde el demandado, su representante o apoderado recibirán las 

notificaciones personales y las comunicaciones procesales. Para tal efecto, deberán 

indicar también su canal digital.” 
 

Por otro lado, se advierte junto con la demanda se indicó los correos electrónicos 
de la demandada cumplimiento con esto lo establecido en el artículo 37 de la 

Ley 2080.  
 

Por último el Decreto 806 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica” dispuso en el artículo 6°, que serán causales de 

inadmisión de la demanda la falta de indicación de los canales digitales para 
notificación a las partes, sus apoderados, testigos, peritos y terceros que deban 

ser citados, así como también, no aportar la copia del envió por correo 
electrónico o físico de la demanda y sus anexos a las demandadas.  
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En consideración de lo expuesto el despacho advierte que junto con la demanda  
no se allegó correos electrónicos de los demandados, por lo que se requiere al 

apoderado de la parte demandante.  
 

Por otro lado, no se juntó con la demanda constancia de envío de la demanda a 
la demandada, por lo que se requiere al apoderado de la parte.  
 

7. DE LAS NOTIFICACIONES VÍA CORREO ELECTRÓNICO 
 

El artículo 52 de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T AN ANTE LA 

JURISDICCIÓN” establece lo siguiente: 
 

“Artículo 52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará 

así: 

 

1. La providencia a ser notificada se remitirá por el Secretario al canal digital 

registrado y para su envío se deberán utilizar los mecanismos que garanticen la 

autenticidad e integridad del mensaje.  

 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos 

dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 

correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 

Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del 

destinatario al mensaje. El Secretario hará constar este hecho en el expediente. 

De las notificaciones realizadas electrónicamente se conservarán los registros para 

consulta permanente en línea por cualquier interesado.” 

 

Las notificaciones de que trata el artículo 198 del CPACA se realizarán a través 

del correo electrónico, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 
ibídem, que al respecto señala: “se entenderán como personales las 
notificaciones surtidas a través del buzón de correo electrónico.  

 
Así mismo, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se le notificará 

por correo electrónico, al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 
2.2.3.2.1.3 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, el cual apalabra: 
 

“Para efectos de las notificaciones personales que se deban realizar a la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, se entenderá que el correo electrónico cumple los mismos 
propósitos que el servicio postal autorizado para enviar la copia de la demanda, de sus 

anexos y del auto admisorio, en los términos del artículo 197 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En estos casos, no será necesaria la 
remisión física de los mencionados documentos”. (Subrayado del Despacho)  

 
El apoderado de la parte demandante no señaló la dirección de notificación 
electrónica de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por lo se 

requiere al abogado.  
 

Finalmente, se deja constancia que fue allegado medio magnético con la 
demanda en formato PDF.  
 

Se requiere a la apoderada de la parte actora para que allegue medio magnético 
con la demanda en formato WORD.  

 

En virtud de lo anterior el Despacho, 

 

RESUELVE 
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1. INADMITIR la acción contencioso administrativa por el medio de control de 
REPETICIÓN interpuesta por por la FIDUAGRARIA  S.A en calidad de vocera y 

administradora del PATRIMONIO  AUTÓNOMO  DE REMANENTES  DEL  INSTITUTO  
DE  SEGUROS  SOCIALES  EN  LIQUIDACIÓN, en contra de los señores CAMILO  

ALBERTO  DÍAZ  RINCÓN  y REYNALDO RAMÍREZ RESTREPO.  
 

Se le concede a la parte actora, el término de diez (10) días, contados a partir 

de la notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos 

anotados, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA. 

 
Se le concede a la parte actora, el término de diez días, contados a partir de la 

notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos anotados, de 
conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA y el artículo 6° del 
Decreto 806 de 2020.  

 
Los documentos solicitados y/o aclaraciones solicitadas en el presente auto 

deberán ser enviados por correo electrónico al buzón 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co señalando en el asunto “Documentos 
requeridos en la inadmisión de demanda”, seguido del número del proceso. Los 

memoriales deberán aportarse en formato PDF y Word, y los adjuntos deberán 
ser legibles y aportarse en formato PDF verificando que el tamaño del archivo 

permita su fácil descarga.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
JUEZ 

 
JARE 

 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 por regla general las actuaciones judiciales se tramitarán 
a través de medios virtuales. Para el efecto se recuerda que el correo electrónico de 
correspondencia es correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.  
 

Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás partes del proceso 
un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, simultáneamente con copia incorporada 
al mensaje enviado a este Despacho. 
 
 

 

 
 

 
 

 
 

Firmado Por: 
 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-

CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 
Código de verificación: 

c92201be0c529a2d410ca9257ae0b47e86d5d6f9024318e2e16d6fafd9
45d88c 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 

 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 

siguiente a la fecha de la presente providencia 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021-0068-00 

Demandante : Johan Sebastián Muñoz y otros 

Demandado : Nación-Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y 
otro 

Asunto : Rechaza demanda por caducidad 

 

I. ANTECEDENTES 

El señor Johan Sebastián Muñoz y otros a través de apoderado judicial, 
presentaron acción contenciosa administrativa del medio de control reparación 

directa en contra de la Nación-Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y el 
Instituto Psicoeducativo de Colombia IPSICOL con el fin de que se declaren 

responsables por los daños causados con ocasión de la falla en el servicio en la 
integridad del joven JOHAN SEBASTIAN MUÑOZ ZAPATA, quién sufrió lesiones 
personales y heridas con arma blanca padecidas en su integridad física dentro 

de las instalaciones del CENTRO DE INTERNAMIENTO PREVENTIVO LA ACOGIDA, 
de la ciudad de Bogotá D.C., por parte de otros internos que se encuentran allí 

recluidos. 
 
La demanda fue radicada y con fecha de acta de reparto el 16 de marzo de 2021. 

 
II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 

Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 
admitida. 

 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 
 

En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el C.G.P. 
de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo con lo 

proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 2014, 
dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente doctor 
Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo CPACA. 
Igualmente se dará aplicación al auto complementario del 6 de agosto  de 2014 

expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con ponencia del mismo 
Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código General del Proceso. 
 

2. DE LA JURISDICCIÓN 
 

Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 

las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.  
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En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 
responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 

públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 
Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 

negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a decisiones 
jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter laboral surgidos 

entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a funciones 
jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del CPACA.  

 

3. DE LA COMPETENCIA 
 

3.1. Por el factor funcional 
 

En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los agentes 
judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 

3.2. Por el factor territorial 
 

En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la Judicatura1, 
crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual manera respecto 
de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 

3.3. Por el factor cuantía 

 
El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 

cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 
De acuerdo a la norma antes citadas, se tiene que en el presente caso los hechos 
objeto del presente medio de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 

del Circuito Judicial de Bogotá es competente por el factor funcional y territorial 
para conocer de ésta, así mismo, teniendo en cuenta que los daños morales 

por expresa disposición no serán tenidos en cuenta para efectos de determinar 
la cuantía (Artículo 157 CPACA). 
 

En el presente caso, el apoderado señala como pretensión de mayor valor la 
suma correspondiente a $52.668.120 correspondientes al daño a la salud, (fls 3 

a 4 archivo 2.demanda), teniendo en cuenta que el mencionado valor no supera 
los 500 SMLMV, este despacho es competente para conocer del referido asunto. 

 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 

El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 
administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 
artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito 
de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 
expresamente prohibida.  
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual se 

modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito de 
procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 

derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la ley 640 de 2001 versa: 

 
“ARTICULO 21. SUSPENSION DE LA PRESCRIPCION O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el 
acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta 
que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que se venza 
el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta 
suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud 

de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de 
la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las 
pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARAGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 03 de noviembre 
de 2020 ante la Procuraduría 3 Judicial II para Asuntos Administrativos y la 

fecha de constancia de la audiencia de conciliación el día 11 de marzo de 2021, 
el término de interrupción de la acción contencioso administrativa fue de 

CUATRO (04) MESES y OCHO (08) DIAS. 
 

En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar en el cuerpo 
de la demanda de conciliación, que se agotó el requisito de procedibilidad de la 
conciliación extrajudicial por parte de: JOHAN SEBASTIAN MUÑOZ ZAPATA 

(Directamente afectado); LILIAN YANEY MUÑOZ ZAPATA (Madre), CAREN 
NATALIA MUÑOZ ZAPATA (Hermana); GINA PAOLA MUÑOZ ZAPATA (Hermana), 

BRIYITH CAMILA CHAPARRO MUÑOZ (Sobrina); ANTONIO GARCIA SANCHEZ 
(Padre de Crianza) 
 

Y como convocado la NACION - INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR - INSTITUTO PSICOEDUCATIVO DE COLOMBIA IPSICOL. (fls 18 a 24 

archivo 4.pruebas) 
 

5. DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 
Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la acción 

contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado en el artículo 
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164 numeral 2 literal i de la ley 1437 de 2011 y en consecuencia el término de 
caducidad es de dos (02) años contados a partir del día siguiente de la ocurrencia 

de los hechos. 
 

El artículo 164 del CPACA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, el hecho generador de la presunta 

responsabilidad de la entidad demandada  fue el 02 de noviembre de 2018 
(fecha del motín según repuesta por la entidad visible a folio 32 archivo 4. 

pruebas) y de acuerdo a esto citada se cuenta con dos años a partir del día 
siguiente del acaecimiento del hecho para presentar la demanda por el medio 

de control de reparación directa; ahora, contando la interrupción del término por 
la conciliación prejudicial de CUATRO (04) MESES y OCHO (08) DIAS., el 
plazo para presentarla se extendía hasta el 11 DE MARZO DE 2021. 

 
Resulta pertinente hacer referencia a la sentencia de Unificación del Consejo de 

Estado, Sección Tercera, Sala Plena del 29 de noviembre de 2018, C.P Martha 
Nubia Velásquez Rico, Rad. Interno que resolvió: 
 

(…) “Para la Sala, respecto de los hechos que generan efectos perjudiciales 

inmediatos e inmodificables en la integridad psicofísica de las personas, aquellos 

cuyas consecuencias se vislumbran al instante, con rapidez y dejan secuelas 

permanentes, la contabilización del término de caducidad se inicia desde el día 

siguiente al acaecimiento del hecho, al tenor del numeral 8 del artículo 136 del 

código contencioso administrativo y el literal i del articulo164 de la Ley 1437 de 

2011.  

 

Por el contrario, al tratarse de casos relacionados con lesiones personales cuya 

existencia solo se conoce de forma certera y concreta con el discurrir del tiempo y 

con posterioridad al hecho generador, se hace necesario reiterar la jurisprudencia 

mayoritaria de esta sala que indica que, según cada caso, será el juez quien defina 

si contabiliza la caducidad desde el momento de la ocurrencia del daño o desde 

cuando el interesado tuvo conocimiento del mismo; es decir, que impone unas 

consideraciones especiales que deberán ser tenidas en cuenta por el instructor del 

caso.  

 

Postura que guarda relación con la del legislador al redactar literal i del artículo 164 

de la Ley 1437 de 2011, al señalar que el parámetro a seguir para el inicio del 

cómputo del término de caducidad es el momento en el que “el demandante tuvo o 

debió tener conocimiento del mismo (del daño) si fue en fecha posterior y siempre 

que se impruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 

Lo anterior, por cuanto el juez puede encontrarse con diversos escenarios, a saber: 

i) Ocurrido el hecho dañoso, inmediatamente se conoce del daño, esto es porque es 

evidente, es decir, el hecho y el conocimiento de daño son concomitantes, y desde 

allí se debe contar un término de caducidad; ii) Cuando se cusa el daño, pero no se 

tiene conocimiento sobre ello, en este caso el término se cuenta desde que se conoce 

el daño.  

 

La Sala reitera, además que es una carga el parte del demandante, demostrar 

cuando se conoció el daño, y, si es pertinente la imposibilidad de haberlo conocido 

en el momento de causación, por lo que el juez debe estudiar lo ocurrido en cada 

caso, y determinar la fecha en la cual empezó a correr el término para demandar. 

En estas condiciones, la fecha de conocimiento sobre la magnitud del daño, a través 

de la notificación del dictamen proferido por una Junta de Calificación de Invalidez, 

no puede constituirse, en ningún caso, como parámetro para contabilizar el término 
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de caducidad, por cuanto: El dictamen proferido por una Junta de Calificación de 

Invalidez no comporta un diagnóstico de la enfermedad o lesión padecida por una 

persona, pues la junta se limita a calificar sobre una situación preexistente con base 

en las pruebas aportadas, entre las cuales se destaca la historia clínica dl interesado, 

además la junta puede ordenar o práctica de exámenes complementarios, para 

determinar aspectos necesarios que inciden en la valoración de cada caso en 

concreto·. 

 
En el presente caso la demanda por acción contencioso administrativa fue 

radicada el 16 de marzo de 2021, es decir, cuando ya se había presentado la 
caducidad. 
 

Por todo lo anterior, se ha configurado, en el presente caso, el fenómeno jurídico 
de la caducidad del medio de control y se impone para este juzgado rechazar la 

demanda, tal como lo dispone el inciso tercero del Artículo 169 del CPACA.  
 

ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se ordenará 

la devolución de los anexos en los siguientes casos: 1. Cuando hubiere operado la 

caducidad. (…) 

 

En virtud de lo anterior el Despacho, 
 

RESUELVE 

 
 

1. RECHAZAR la demanda por CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, de conformidad con 
las razones contenidas en la parte motiva de la presente providencia.  

 
2. Archívese la actuación, previas las anotaciones en el sistema siglo XXI. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Juez 

 

 
SMC 

 
NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 y la Ley 2080 de  2021 por regla 
general las actuaciones judiciales se tramitarán a través de medios virtuales. 

Para el efecto se recuerda que el correo electrónico es 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás 
partes del proceso un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, 

simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a este Despacho. 
 

 
 

 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR 

CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021- 00072-00 

Demandante : MELQUISIDEC RAMIREZ PEREZ Y OTROS 

Demandado : NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA –EJERCITO 
NACIONAL  

Asunto : Inadmite demanda; concede término y se reconoce 

personería. 
 

I. ANTECEDENTES 

 

1. El señor MELQUISIDEC RAMIREZ PEREZ y otros, a través de apoderado judicial, 

presentó acción contenciosa administrativa del medio de control reparación 
directa en contra de la Nación - Nación – Ministerio de Defensa – Ejército 
Nacional, con el fin de que se declare responsable por perjuicios causados a los 

demandantes con ocasión de los hechos ocurridos el 29 de julio de 2020, donde 
resultó lesionado el soldado regular MELQUISIDEC RAMIREZ PEREZ.  

 
2. Según acta de reparto correspondió el conocimiento del proceso a este 
Despacho el 23 de marzo de 2021.  

 
II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 

Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 
admitida. 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 
 
En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el C.G.P. 

de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo con lo 
proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 2014, 

dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente doctor 
Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo CPACA. 

Igualmente se dará aplicación al auto  complementario del  6 de agosto  de 2014 
expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con ponencia del mismo 

Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código General del Proceso. 
 
2. DE LA JURISDICCIÓN 

 
Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 

las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.  
 

En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 

responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 
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públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 

Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 
negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a decisiones 
jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter laboral surgidos 

entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a funciones 
jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del CPACA.  

 
3. DE LA COMPETENCIA 
 

3.1. Por el factor funcional 
 

En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los agentes 
judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 
3.2. Por el factor territorial 
 

En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la Judicatura1, 
crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual manera respecto 

de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 
3.3. Por el factor cuantía 

 

El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 
De acuerdo a las normas antes citadas, y los hechos objeto del presente medio 

de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Circuito Judicial de 
Bogotá es competente por los factores funcional y territorial para conocer de 

éste. Los daños morales por expresa disposición no serán tenidos en cuenta 
para efectos de determinar la cuantía (Artículo 157 CPACA). 
 

En el presente caso, el apoderado de la parte actora señalo como montó para 
determinar la cuantía la suma de $ 67.634.115 (fs. 4 de la demanda) por 

concepto de lucro cesante, la cual no supera los 500 SMLMV, por consiguiente 
este despacho es competente para conocer del referido asunto. 
 

4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 

El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 
administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito 
de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 
expresamente prohibida.  
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual se 
modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito de 

procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 
derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la ley 640 de 2001 versa: 
 

“ARTICULO 21. SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el 
acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta 
que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que se venza 
el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta 
suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud 
de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de 
la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las 
pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARÁGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 

En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 27 de octubre de 
2020 ante la Procuraduría 11 Judicial II para Asuntos Administrativos y la fecha 
de la constancia de que se llevó a cabo la audiencia de conciliación es del día 16 

de marzo de 2021, el término de interrupción de la acción contencioso 
administrativa es de DIECINUEVE (19) DÍAS Y CUATRO (4) MESES.  

 
En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar que se agotó 
el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial  por parte de los 

señores MELQUISIDEC   RAMIREZ   PEREZ, CARLOS ARTURO RAMIREZ 
LONDOÑO, LUZ  AMPARO  PEREZ, CARLOS  ARTURO  RAMIREZ  PEREZ y 

ELIZABETH    RAMIREZ    PEREZ y como convocado NACIÓN –MINISTERIO    DE    
DEFENSA – EJÉRCITO  NACIONAL.   
 

5. DEL TÉRMINO  DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 

Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la acción 
contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado el en el 
artículo  164 numeral 2 literal i de la ley 1437 de 2011 no se han alterado, y en 

consecuencia el término de caducidad es de dos (02) años contados a partir del 
día siguiente de la ocurrencia de los hechos. 

 
El artículo 164 del CPACA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
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i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el hecho generador de la presunta 

responsabilidad de la entidad demandada  fue el 29 de julio de 2020 (informativo 
por lesiones (fs. 27 anexos) e historia clínica) y de acuerdo a esto se cuenta con 

dos años a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho para presentar la 
demanda por el medio de control de reparación directa, el cual correspondería 
30 de julio de 2022,  ahora, contando la interrupción del término por la 

conciliación prejudicial de DIECINUEVE (19) DÍAS Y CUATRO (4) MESES, el 
plazo para presentarla se extendía hasta el 19 de diciembre de 2022.   

 
En el presente caso la demanda por acción contenciosa administrativa fue 
radicada el 23 de marzo de 2021, por lo tanto, es evidente que el medio de 

control esta en término a la fecha de presentación. 
 

6. DEL PODER Y LA LEGITIMACIÓN EN ACTIVA Y PASIVA  
 
Con relación a la legitimación por activa, se tiene a esta como la posibilidad que 

tiene aquella persona que ha sufrido un daño para obtener el resarcimiento 
mismo por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa.  

 
El artículo 160 del CPACA, respecto al derecho de postulación versa: 
 

“Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa”. (Subrayado del Despacho). 

 
Con la demanda se presentaron poderes conferidos por los señores 

MELQUISIDEC   RAMIREZ   PEREZ, CARLOS ARTURO RAMIREZ LONDOÑO, LUZ  
AMPARO  PEREZ, CARLOS  ARTURO  RAMIREZ  PEREZ y ELIZABETH    RAMIREZ    

PEREZ en debida forma al abogado Paula Camila López, por lo que se reconocerá.   
 
Por otro lado junto con la demanda se presentaron los siguientes documentos 

con la finalidad que acreditar el parentesco de los demandantes con la víctima 
directa, así:   

 
1. Registro civil de nacimiento de MELQUISIDEC   RAMIREZ   PEREZ (víctima 

directa) 

2. Registro civil de nacimiento de CARLOS  ARTURO  RAMIREZ  PEREZ (hermano 
víctima directa) 

3. Registro civil de nacimiento de ELIZABETH    RAMIREZ    PEREZ (hermana 
víctima directa) 

 
Frente a la legitimación y la representación de la Entidades dispone el artículo 
159 del CPACA: 
 

“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás 
sujetos de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al 
proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los procesos 
contencioso administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 
(…) 

 

En el presente  caso la apoderada de la parte demandante solicita que se admita 
la demanda en contra de la  Nación - Nación – Ministerio de Defensa –Ejército 

Nacional, con el fin de  obtener  la reparación por los daños ocasionados, como 
consecuencia  de los perjuicios causados a los demandantes con ocasión de los 
hechos ocurridos el 29 de julio de 2020, donde resultó lesionado el soldado 

Regular Melquisedec Ramírez. 
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Ahora, el artículo 48  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL 

SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA 

JURISDICCIÓN, indica la intervención de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado en los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción 

en donde estén involucrados intereses litigiosos de la Nación, en los términos 
del artículo 2° del Decreto Ley 4085 de 2011 o la norma que lo sustituya, para 

que intervenga de conformidad con el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012.  
 

Ahora bien el Decreto 4085 de 2011, respecto del objetivo de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, señala: 
 

“ARTÍCULO 2o. OBJETIVO. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y 
acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado 
definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia 
de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño 
antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones que 
aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de la 
Nación.  
PARÁGRAFO. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la Nación, los 
siguientes:  
a) Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración Pública del orden 
nacional por ser parte en un proceso. (Negrilla y subrayado del Despacho). 

 
Teniendo en cuenta que las entidades demandadas son del orden Nacional,  se 

debe adelantar la notificación personal a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado. 
 

Por otra parte, artículo 35 y 37  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO 

DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE 

TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN, señaló lo siguiente:  

 
7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán 

las notificaciones personales. Para tal efecto, deberán indicar también su canal 

digital. 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deber proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario 

velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la 

demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará 

con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 

 

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 

anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará 

al envío del auto admisorio al demandado. 

Artículo 37. Modifíquese el numeral 7 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el 

cual quedará así: 

 

7. El lugar donde el demandado, su representante o apoderado recibirán las 

notificaciones personales y las comunicaciones procesales. Para tal efecto, deberán 

indicar también su canal digital.” 
 

Por otro lado, se advierte junto con la demanda se indicó los correos electrónicos 
de la demandada cumplimiento con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 

2080.  
 
Por último el Decreto 806 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
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los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica” dispuso en el artículo 6°, que serán causales de 

inadmisión de la demanda la falta de indicación de los canales digitales para 
notificación a las partes, sus apoderados, testigos, peritos y terceros que deban 
ser citados, así como también, no aportar la copia del envió por correo 

electrónico o físico de la demanda y sus anexos a las demandadas.  
 

En consideración de lo expuesto el despacho advierte que junto con la demanda  
se allegó correos electrónicos del demandado, demandantes, por lo que se da 
por cumplida la carga.  

 
Por otro lado, no se adjuntó con la demanda la constancia de envío de la 

demanda a la demandada, por lo que se requiere al apoderado de la parte actora 
para que subsane.  

 
7. DE LAS NOTIFICACIONES VÍA CORREO ELECTRÓNICO 
 

El artículo 52 de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T AN ANTE LA 

JURISDICCIÓN” establece lo siguiente: 
 

“Artículo 52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará 

así: 

 

1. La providencia a ser notificada se remitirá por el Secretario al canal digital 

registrado y para su envío se deberán utilizar los mecanismos que garanticen la 

autenticidad e integridad del mensaje.  

 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos 

dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 

correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 

Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del 

destinatario al mensaje. El Secretario hará constar este hecho en el expediente. 

De las notificaciones realizadas electrónicamente se conservarán los registros para 

consulta permanente en línea por cualquier interesado.” 

 

Las notificaciones de que trata el artículo 198 del CPACA se realizarán a través 

del correo electrónico, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 
ibídem, que al respecto señala: “se entenderán como personales las 
notificaciones surtidas a través del buzón de correo electrónico.  

 
Así mismo, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se le notificará 

por correo electrónico, al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 
2.2.3.2.1.3 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, el cual apalabra: 
 

“Para efectos de las notificaciones personales que se deban realizar a la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, se entenderá que el correo electrónico cumple los mismos 
propósitos que el servicio postal autorizado para enviar la copia de la demanda, de sus 
anexos y del auto admisorio, en los términos del artículo 197 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En estos casos, no será necesaria la 

remisión física de los mencionados documentos”. (Subrayado del Despacho)  

 
El apoderado de la parte demandante señaló la dirección de notificación 
electrónica de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por lo que se 

encuentra cumplida la carga.  
 

Finalmente, se deja constancia que fue allegado medio magnético con la 
demanda en formato PDF.  
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Se requiere a la apoderada de la parte actora para que allegue medio magnético 

con la demanda en formato WORD.  
 
En virtud de lo anterior el Despacho, 

 
RESUELVE 

 
1. INADMITIR la acción contenciosa administrativa por el medio de control de 
REPARACIÓN DIRECTA presentada por el señor MELQUISIDEC RAMIREZ PEREZ 

y otros en contra de la Nación – Ministerio de Defensa –Ejército Nacional. 
 

Se le concede a la parte actora, el término de diez días, contados a partir de la 
notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos anotados, de 

conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA y el artículo 6° del 
Decreto 806 de 2020.  
 

Los documentos solicitados y/o aclaraciones solicitadas en el presente auto 
deberán ser enviados por correo electrónico al buzón 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  señalando en el asunto “Documentos 
requeridos en la inadmisión de demanda”, seguido del número del proceso. Los 
memoriales deberán aportarse en formato PDF y Word, y los adjuntos deberán 

ser legibles y aportarse en formato PDF verificando que el tamaño del archivo 
permita su fácil descarga.  

 
2. Se reconoce personería jurídica a la abogada Paula Camila López identificada 
con C.C 46.457.741 y T.P 205.125 del C.S.J, como apoderada de la parte 

demandante de conformidad con los poderes que obran en la demanda.   
 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Juez 

JARE 

 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 por regla general las actuaciones judiciales se tramitarán 

a través de medios virtuales. Para el efecto se recuerda que el correo electrónico de 
correspondencia es correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
  
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás partes del proceso 
un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, simultáneamente con copia incorporada 
al mensaje enviado a este Despacho. 
 

 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 
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Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: a6de54bcdb9b084a31739b8c98777943a2d2720355b1e208215aabcc6724337b 

Documento generado en 06/05/2021 09:18:43 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (06) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021-00074-00 

Demandante : Manuel Salvador Galvis Galvis  y otro 

Demandado : Nación-Ministerio de Defensa Policía y Ejército 
Nacional. 

Asunto : Rechaza demanda por caducidad 

 

I. ANTECEDENTES 

El señor Manuel Salvador Galvis Galvis y otro a través de apoderado judicial, 
presentaron acción contenciosa administrativa del medio de control reparación 

directa en contra de la Nación-Ministerio de Defensa- Policía y Ejército Nacional, 
con el fin de que se declaren responsables por los hechos victimizantes en 

atención a las fallas en el servicio que ocasionaron daños tanto de orden material 
como inmaterial, frente a los hechos victimizantes de amenaza y desplazamiento 
forzado padecidas por MANUEL SALVADOR GALVIS GALVIS junto con su núcleo 

familiar el día 3 de octubre de 2018 en la vereda Villa Nueva del municipio de 
San Calixto Norte de Santander. 

 
La demanda con acta de reparto del 23 de marzo de 2021. 
 

 
II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 

Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 
admitida. 

 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 
 

En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el C.G.P. 
de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo con lo 

proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25 de junio de 2014, 
dentro del proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente doctor 
Enrique Gil Botero, en los aspectos que resulten compatibles con el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo CPACA. 
Igualmente se dará aplicación al auto complementario del 6 de agosto de 2014 

expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con ponencia del mismo 
Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código General del Proceso. 
 

2. DE LA JURISDICCIÓN 
 

Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 

las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.  
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En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 
responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 

públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 
Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 

negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a decisiones 
jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter laboral surgidos 

entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a funciones 
jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del CPACA.  

 

3. DE LA COMPETENCIA 
 
3.1. Por el factor funcional 
 

En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los agentes 
judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 
3.2. Por el factor territorial 

 
En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la Judicatura1, 
crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual manera respecto 

de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 
3.3. Por el factor cuantía 

 
El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 
De acuerdo a la norma antes citadas, se tiene que en el presente caso los hechos 

objeto del presente medio de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 
del Circuito Judicial de Bogotá es competente por el factor funcional y territorial 

para conocer de ésta, así mismo, teniendo en cuenta que los daños morales 
por expresa disposición no serán tenidos en cuenta para efectos de determinar 
la cuantía (Artículo 157 CPACA). 

 
En el presente caso, el apoderado señala como pretensión de mayor valor la 

suma correspondiente a 200 SMLMV correspondientes a alteraciones de 
condiciones de existencia (fl 10 archivo 02. demanda), teniendo en cuenta que 
el mencionado valor no supera los 500 SMLMV, este despacho es competente 

para conocer del referido asunto. 
 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 

El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 
administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 
artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito 
de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 
expresamente prohibida.  
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual se 

modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito de 
procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 

derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la ley 640 de 2001 versa: 
 

“ARTICULO 21. SUSPENSION DE LA PRESCRIPCION O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el 
acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta 
que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que se venza 

el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta 
suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud 
de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de 
la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las 
pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARAGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 28 de 

septiembre de 2020 ante la Procuraduría 196 Judicial I para Asuntos 
Administrativos y la fecha de constancia de la audiencia de conciliación el día 19 
de marzo de 2021, el término de interrupción de la acción contencioso 

administrativa fue de CINCO (05) MESES y VEINTIUN (21) DIAS. 
 

El artículo 21 de la Ley 640 de 2001 establece que la presentación de la solicitud 
de conciliación extrajudicial suspende el término de caducidad hasta que se 
expidan las constancias o hasta que se venza el término de 3 meses que 

establece el artículo 20 ibidem para surtir el trámite de la conciliación, lo que 
ocurra primero.  

 
No obstante, dicha norma fue modificada mediante la Ley 491 de 2020 que 
establece:  
 

“Modifíquese el plazo contenido en los artículos 20 y 21 de la Ley 640 de 2001 para 

el trámite de las conciliaciones extrajudiciales en materia civil, de familia, comercial 

y de lo contencioso administrativo a cargo de la Procuraduría General de la Nación, el 

cual será de cinco (5) meses.” 

 

Por lo anterior, para efectos del suspensión del término de caducidad se tendrá 

en cuenta el término de 5 meses. 
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En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar que se agotó 
el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial por parte de: MANUEL 
SALVADOR GALVIS GALVIS y MARIA BELEN NAVARRO y como convocado la 

Nación-Ministerio de Defensa-Policía y Ejercito Nacional (fls 76 a 78 archivo 03. 
pruebas)   

 

5. DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 
Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la acción 

contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado en el artículo 
164 numeral 2 literal i de la ley 1437 de 2011 y en consecuencia el término de 
caducidad es de dos (02) años contados a partir del día siguiente de la ocurrencia 

de los hechos. 
 

El artículo 164 del CPACA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, el hecho generador de la presunta 
responsabilidad de la entidad demandada fue el 03 de octubre de 2018 (fecha 

de desplazamiento-hechos de demanda) (fls 05 archivo 02.demanda) y de 
acuerdo a esto citada se cuenta con dos años a partir del día siguiente del 
acaecimiento del hecho para presentar la demanda por el medio de control de 

reparación directa; ahora, contando la interrupción del término por la 
conciliación prejudicial de CINCO (05) MESES, el plazo para presentarla se 

extendía hasta el 04 DE MARZO DE 2021. 
 

En el presente caso la demanda por acción contencioso administrativa fue 
radicada el 23 de marzo de 2021, es decir, cuando ya se había presentado la 

caducidad.  
  
Por todo lo anterior, se ha configurado, en el presente caso, el fenómeno jurídico 
de la caducidad del medio de control y se impone para este juzgado rechazar la 

demanda, tal como lo dispone el inciso tercero del Artículo 169 del CPACA. 

  
 “ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se ordenará 

la devolución de los anexos en los siguientes casos: 1. Cuando hubiere operado la 

caducidad. (…)”  
  
Conforme a lo expuesto, se  

  
RESUELVE 

  
1. RECHAZAR la demanda por CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, de conformidad con 
las razones contenidas en la parte motiva de la presente providencia.  
  
2. Archívese la actuación, previas las anotaciones en el sistema siglo XXI. 

  
  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Juez 

 
SMCR 

 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 y la Ley 2080 de 2021 por regla 
general las actuaciones judiciales se tramitarán a través de medios virtuales. 
Para el efecto se recuerda que el correo electrónico es 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás 
partes del proceso un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, 
simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a este Despacho. 

 
 

 
 

 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR 

CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 3c9f0c4a187e9c36a1983c2d52d4cf3d60f4b1783189378408fe309bd7327af6 

Documento generado en 06/05/2021 09:18:44 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 

 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021- 00076-00 

Demandante : ANGEL ALONSO OLARTE 

Demandado : ALCALDIA  MAYOR  DE  BOGOTA, INSTITUTO  DE   
DESARROLLO URBANO IDU y UNIDAD DE 
MANTENIMIENTO VIAL - UMV  

Asunto : Inadmite demanda; concede término y se reconoce 
personería. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. El señor Ángel Alonso Olarte, a través de apoderado judicial, presentó acción 
contenciosa administrativa del medio de control reparación directa en contra de 
la ALCALDIA  MAYOR  DE  BOGOTA, INSTITUTO  DE   DESARROLLO URBANO 

IDU y UNIDAD DE MANTENIMIENTO VIAL - UMV, con el fin de que se declare 
responsable por perjuicios causados al demandante con ocasión de los hechos 

ocurridos el 15 de mayo de 2019, donde resultó lesionado el señor ANGEL  
ALONSO  OLARTE por un accidente  cuando  se movilizaba por la carrera 30 con 
calle 69, sentido norte sur mientras conducía la  moto  de  placas SYV-89E. 

 
2. Según acta de reparto correspondió el conocimiento del proceso a este 

Despacho el 25 de marzo de 2021.  
 

II. CONSIDERACIONES 
 
Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 

Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 
admitida. 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 
 
En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el C.G.P. 

de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo con lo 
proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 2014, 

dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente doctor 
Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo CPACA. 

Igualmente se dará aplicación al auto  complementario del  6 de agosto  de 2014 
expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con ponencia del mismo 

Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código General del Proceso. 
 
2. DE LA JURISDICCIÓN 

 
Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 
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operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 
las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.  

 
En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 
responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 

públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 

Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 
negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a decisiones 
jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter laboral surgidos 

entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a funciones 
jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del CPACA.  

 
3. DE LA COMPETENCIA 

 
3.1. Por el factor funcional 
 

En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los agentes 
judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 
3.2. Por el factor territorial 

 
En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la Judicatura1, 
crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual manera respecto 

de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 

3.3. Por el factor cuantía 
 

El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 

De acuerdo a las normas antes citadas, y los hechos objeto del presente medio 
de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Circuito Judicial de 
Bogotá es competente por los factores funcional y territorial para conocer de 

éste. Los daños morales por expresa disposición no serán tenidos en cuenta 
para efectos de determinar la cuantía (Artículo 157 CPACA). 

 
En el presente caso, el apoderado de la parte actora señalo como montó para 
determinar la cuantía la suma de $ 19.634.793 (fs. 3 de la demanda) por 

concepto de Daño Emergente, la cual no supera los 500 SMLMV, por consiguiente 
este despacho es competente para conocer del referido asunto. 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 

El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 
administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 
artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito 
de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 
expresamente prohibida.  
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual se 

modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito de 
procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 

derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la Ley 640 de 2001 versa: 
 

“ARTICULO 21. SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el 
acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta 
que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que se venza 

el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta 
suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud 
de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de 
la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las 
pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARÁGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 5 de marzo de 

2020 ante la Procuraduría 6ª Judicial II para Asuntos Administrativos y la fecha 
de la constancia de que se llevó a cabo la audiencia de conciliación es del día 18 
de septiembre de 2020, el término de interrupción de la acción contencioso 

administrativa seria de TRECE (13) DÍAS Y SEIS (6) MESES, no obstante 
como el terminó de la solicitud supera lo reglamentado por el Decreto 

491 de 2020 artículo 9, el tiempo de la interrupción será de 5 meses.2  
 
En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar que se agotó 

el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial por parte del señor 
Ángel Alonso Olarte y como convocados  ALCALDIA  MAYOR  DE  BOGOTA, 

                                                           
2 Ley 491 de 2020. Artículo 9. Conciliaciones no presenciales ante la Procuraduría General de la Nación. En la radicación de 

solicitudes de convocatoria y en el trámite de las conciliaciones que sean de competencia de la Procuraduría General de la 

Nación, se promoverán y privilegiarán los procedimientos no presenciales, de acuerdo con las instrucciones administrativas 

que imparta el Procurador General de la Nación, para lo cual se acudirá a las tecnologías de la comunicación y la información. 

Los acuerdos conciliatorios gestionados mediante audiencias no presenciales se perfeccionarán a través de los medios 

electrónicos utilizados o mediante el uso de correos electrónicos simultáneos o sucesivos. Con lo anterior, el procurador de 

conocimiento suscribirá el acta en la que certificará los acuerdos alcanzados o emitirá las constancias, según corresponda y 

cuando sea necesario las remitirá para aprobación a la autoridad judicial competente. 

(…) 
Modifíquese el plazo contenido en los artículos 20 y 21 de la Ley 640 de 2001 para el trámite de las conciliaciones 

extrajudiciales en materia civil, de familia, comercial y de lo contencioso administrativo a cargo de la Procuraduría General de 

la Nación, el cual será de cinco (5) meses. Presentada copia de la solicitud de convocatoria de conciliación extrajudicial en 

asuntos contencioso administrativos ante la entidad convocada, el Comité de Conciliación contará con treinta (30) a partir de 

su recibo para tomar la correspondiente decisión. 
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INSTITUTO  DE   DESARROLLO URBANO IDU y UNIDAD DE MANTENIMIENTO 
VIAL – UMV.  

 
5. DEL TÉRMINO  DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 

Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la acción 
contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado el en el 

artículo  164 numeral 2 literal i de la ley 1437 de 2011 no se han alterado, y en 
consecuencia el término de caducidad es de dos (02) años contados a partir del 
día siguiente de la ocurrencia de los hechos. 

 
El artículo 164 del CPACA señala: 

 
“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, el hecho generador de la presunta 
responsabilidad de la entidad demandada  fue el 15 de mayo de 2019 (Historia 

Clínica) y de acuerdo a esto se cuenta con dos años a partir del día siguiente del 
acaecimiento del hecho para presentar la demanda por el medio de control de 
reparación directa, el cual correspondería 16 de mayo de 2021,  ahora, 

contando la interrupción del término por la conciliación prejudicial de CINCO 
(5) MESES, el plazo para presentarla se extendía hasta el  16 DE OCTUBRE 

DE 2021 
 
En el presente caso la demanda por acción contenciosa administrativa fue 

radicada el 25 de marzo de 2021, por lo tanto, es evidente que el medio de 
control está en término a la fecha de presentación. 

 
6. DEL PODER Y LA LEGITIMACIÓN EN ACTIVA Y PASIVA  
 

Con relación a la legitimación por activa, se tiene a esta como la posibilidad que 
tiene aquella persona que ha sufrido un daño para obtener el resarcimiento 

mismo por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa.  
 
El artículo 160 del CPACA, respecto al derecho de postulación versa: 

 
“Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa”. (Subrayado del Despacho). 

 
Con la demanda se presentó poder conferido por el señor ANGEL ALONSO 
OLARTE en debida forma al abogado MARTHA INES ESPITIA SANCHEZ, por lo 

que se reconocerá.   
 
Por otro lado junto con la demanda se presentaron los siguientes documentos:   

 
1. Historia clínica  

2. Peticiones radicadas ante la Alcaldía de Bogotá  
 
Frente a la legitimación y la representación de la Entidades dispone el artículo 

159 del CPACA: 
 

“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás 

sujetos de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al 
proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los procesos 
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contencioso administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 

(…) 
 

En el presente  caso la apoderada de la parte demandante solicita que se admita 

la demanda en contra de la ALCALDIA  MAYOR  DE  BOGOTA, INSTITUTO  DE   
DESARROLLO URBANO IDU y UNIDAD DE MANTENIMIENTO VIAL - UMV, con el 
fin de  obtener  la reparación por los daños ocasionados, como consecuencia  de 

los perjuicios causados al demandante con ocasión de los hechos ocurridos el 15 
de mayo de 2019, donde resultó lesionado el señor ANGEL  ALONSO  OLARTE 

por un accidente  cuando  se movilizaba por la carrera 30 con calle 69, sentido 
norte sur mientras conducía la  moto  de  placas SYV-89E. 

 
No obstante de lo anterior en el escrito de la demanda no se hace relación de 
los hechos que se le indilga a la ALCALDIA  MAYOR  DE  BOGOTA, por lo que se 

requiere a la abogada de la parte actora.  
 

Ahora, el artículo 48  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL 

SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T AN ANTE LA 

JURISDICCIÓN, indica la intervención de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado en los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción 

en donde estén involucrados intereses litigiosos de la Nación, en los términos 
del artículo 2° del Decreto Ley 4085 de 2011 o la norma que lo sustituya, para 
que intervenga de conformidad con el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012.  

 
Ahora bien el Decreto 4085 de 2011, respecto del objetivo de la Agencia Nacional 

de Defensa Jurídica del Estado, señala: 
 

“ARTÍCULO 2o. OBJETIVO. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y 
acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado 
definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia 
de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño 
antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones que 
aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de la 
Nación.  
PARÁGRAFO. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la Nación, los 
siguientes:  

a) Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración Pública del orden 
nacional por ser parte en un proceso. (Negrilla y subrayado del Despacho). 

 
Teniendo en cuenta que las entidades demandadas son del orden Nacional,  se 
debe adelantar la notificación personal a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado. 
 

Por otra parte, artículo 35 y 37  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO 

DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T 

AN ANTE LA JURISDICCIÓN, señaló lo siguiente:  
 

7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán 

las notificaciones personales. Para tal efecto, deberán indicar también su canal 

digital. 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deber proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario 

velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la 

demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará 

con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
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En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 

anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará 

al envío del auto admisorio al demandado. 

Artículo 37. Modifíquese el numeral 7 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el 

cual quedará así: 

 

7. El lugar donde el demandado, su representante o apoderado recibirán las 

notificaciones personales y las comunicaciones procesales. Para tal efecto, deberán 

indicar también su canal digital.” 
 

Por otro lado, se advierte junto con la demanda no se indicó los correos 

electrónicos de las demandadas por lo que no se dio cumplimiento con esto lo 
establecido en el artículo 37 de la Ley 2080 de 2021, se requiere a la abogada 
de la parte actora.   

 
Por último el Decreto 806 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica” dispuso en el artículo 6°, que serán causales de 
inadmisión de la demanda la falta de indicación de los canales digitales para 

notificación a las partes, sus apoderados, testigos, peritos y terceros que deban 
ser citados, así como también, no aportar la copia del envió por correo 
electrónico o físico de la demanda y sus anexos a las demandadas.  

 
En consideración de lo expuesto el despacho advierte que junto con la demanda  

se allegó correo electrónico del demandante no obstante no se allega la del 
testigo, por lo que se requiere a la profesional del derecho.  
 

Por otro lado, no se adjuntó con la demanda constancia de envío de la demanda 
a las demandadas, por lo que se requiere a la apoderada de la parte.  

 
7. DE LAS NOTIFICACIONES VÍA CORREO ELECTRÓNICO 
 

El artículo 52 de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T AN ANTE LA 

JURISDICCIÓN” establece lo siguiente: 
 

“Artículo 52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará 

así: 

 

1. La providencia a ser notificada se remitirá por el Secretario al canal digital 

registrado y para su envío se deberán utilizar los mecanismos que garanticen la 

autenticidad e integridad del mensaje.  

 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos 

dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 

correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 

Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del 

destinatario al mensaje. El Secretario hará constar este hecho en el expediente. 

De las notificaciones realizadas electrónicamente se conservarán los registros para 

consulta permanente en línea por cualquier interesado.” 

 

Las notificaciones de que trata el artículo 198 del CPACA se realizarán a través 

del correo electrónico, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 
ibídem, que al respecto señala: “se entenderán como personales las 

notificaciones surtidas a través del buzón de correo electrónico.  
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Así mismo, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se le notificará 
por correo electrónico, al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 

2.2.3.2.1.3 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, el cual apalabra: 
 

“Para efectos de las notificaciones personales que se deban realizar a la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, se entenderá que el correo electrónico cumple los mismos 

propósitos que el servicio postal autorizado para enviar la copia de la demanda, de sus 
anexos y del auto admisorio, en los términos del artículo 197 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En estos casos, no será necesaria la 
remisión física de los mencionados documentos”. (Subrayado del Despacho)  

 

El apoderado de la parte demandante señaló la dirección de notificación 
electrónica de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por lo que se 
encuentra cumplida la carga.  

 
Finalmente, se deja constancia que fue allegado medio magnético con la 

demanda en formato PDF.  
 
Se requiere a la apoderada de la parte actora para que allegue medio magnético 

con la demanda en formato WORD.  
 

En virtud de lo anterior el Despacho, 
 

RESUELVE 

 
1. INADMITIR la acción contenciosa administrativa por el medio de control de 

REPARACIÓN DIRECTA presentada por el señor Ángel Alonso Olarte en contra de 
la ALCALDIA  MAYOR  DE  BOGOTA, el INSTITUTO  DE   DESARROLLO URBANO 

IDU y la UNIDAD DE MANTENIMIENTO VIAL – UMV.  
 
Se le concede a la parte actora, el término de diez días, contados a partir de la 

notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos anotados, de 
conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA y el artículo 6° del 

Decreto 806 de 2020.  
 
Los documentos solicitados y/o aclaraciones solicitadas en el presente auto 

deberán ser enviados por correo electrónico al buzón 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co señalando en el asunto “Documentos 

requeridos en la inadmisión de demanda”, seguido del número del proceso. Los 
memoriales deberán aportarse en formato PDF y Word, y los adjuntos deberán 
ser legibles y aportarse en formato PDF verificando que el tamaño del archivo 

permita su fácil descarga.  
 

2. Se reconoce personería jurídica a la abogada MARTHA INES ESPITIA 
SANCHEZ identificada con C.C 35.508.875 y T.P 74.415 del C.S.J, como 
apoderada de la parte demandante de conformidad con el poder que obran en 

la demanda.   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Juez 

JARE 

 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 por regla general las actuaciones judiciales se tramitarán 

a través de medios virtuales. Para el efecto se recuerda que el correo electrónico de 
correspondencia es correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás partes del proceso 

un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, simultáneamente con copia incorporada 
al mensaje enviado a este Despacho. 
 
 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: a3297024474c8972ecc8f4ef553579ace9db1390848525e4c2433df35aad3eaa 

Documento generado en 06/05/2021 09:18:45 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 

 
 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  
Medio de Control  Controversias Contractuales 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021-00077-00 

Demandante : GERENCIA INTERVENTORIA Y CONSULTORIA SAS – 

GIC SAS 
Demandado : ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 

GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – 

ADRES. 
Asunto : Inadmite demanda; concede término; reconoce 

personería jurídica.  
 

I. ANTECEDENTES 

 
1.Mediante apoderado judicial la Gerencia Interventoría y Consultoría S.A.S GIC 

SAS. presentó acción contenciosa administrativa del medio de control 
Controversias Contractuales en contra de la Administradora de los Recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES, ante el H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca. 
 

2. El H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera-Subsección 
A, mediante providencia del 20 de agosto de 2020, se declaró incompetente por 
el factor cuantía, y lo remitió por competencia a los Juzgados Administrativos de 

Bogotá. 
 

La demanda le correspondió a este Despacho. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Controversias 
Contractuales, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para 

ser admitida. 
 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 

 
En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el C.G.P. 
de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo con lo 

proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 2de junio de 2014, 
dentro del proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente doctor 

Enrique Gil Botero, en los aspectos que resulten compatibles con el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo CPACA. 
Igualmente se dará aplicación al auto complementario del 6 de agosto  de 2014 

expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con ponencia del mismo 
Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código General del Proceso. 

 
2. DE LA JURISDICCIÓN 
 

Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de las controversias y litigios 
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originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o 

los particulares cuando ejerzan función administrativa.  
 

En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 

responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 
públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 

intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 
Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 
negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a decisiones 

jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter laboral surgidos 
entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a funciones 

jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del CPACA.  

 
3. DE LA COMPETENCIA 
 

En cuanto a la competencia funcional por el factor de la cuantía el CPACA, indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA 

INSTANCIA. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 
asuntos: 
(…) 
5. De los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en que sea parte una 
entidad pública en sus distintos órdenes o un particular en ejercicio de funciones propias del 
Estado, y de los contratos celebrados por cualquier entidad prestadora de servicios públicos 
domiciliarios en los cuales se incluyan cláusulas exorbitantes, cuando la cuantía no 

exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 (…) (Subrayado y negrillas del Despacho) 

 

3.2. Por el factor territorial 
 

En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la Judicatura1, 
crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual manera respecto 
de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la 
determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes 

reglas: 
(…) 
4. En los contractuales y en los ejecutivos originados en contratos estatales se 
determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. Si este 
comprendiere varios departamentos será tribunal competente a prevención el que elija el 
demandante.  
 

(…) (Negrillas y subrayado del Despacho)   

 
jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia respectiva” (Negrillas y 
subrayado del Despacho) 

 

3.3. Por el factor cuantía 
 

El artículo 155 numeral 5 del CPACA señala: 
 
“Artículo 155. Competencia de los jueces administrativos en primera instancia. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: (…). 
 
5. De los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen (…) cuando la cuantía 
no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes 

(Negrilla y subrayado del despacho) 
 
razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda considerarse la estimación 

de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se reclamen (…). Para 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 

pretensiones,  

 

De acuerdo a las normas antes citadas, se tiene que en el presente caso los 
hechos objeto del presente medio de control, la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa del Circuito Judicial de Bogotá es competente por el factor 

funcional, territorial y cuantía para conocer de ésta.  
 

En la estimación razonada de la cuantía señalada por el H. Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, se indicó que el valor de la pretensión de 
mayor valor es de $394.361.675 (fl 2 archivo 001.auto remite), suma que no 

excede los 500 smlmv razón por la cual este despacho es competente para 
conocer del medio de control.  

 
Frente al análisis de la cuantía el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
señaló: 

 
“7. En la demanda de la referencia, se estimó la cuantía en $985.904.187. 

No obstante,  la  sala  evidencia  que  ello  corresponde  a  la  sumatoria  de  
las multas que se le impuso a cada uno de los miembros de la unión 
temporal. 

 
8.  Ahora,  dado  que en  este  caso la  sociedad Gerenci aInterventoría  y 

Consultoría SAS no actúa en   representación de   la Unión   Temporal 
Auditores de Salud, sino de manera individual, aspecto que se encuentra 
permitido  según  la  jurisprudencia  del  H.  Consejo de  Estado,  ello  no  la 

faculta  para  solicitar  perjuicios  ocasionados  a  los  demás  integrantes  
de la unión temporal. 

 
9.  Por  lo  anterior,  la  cuantía  de las pretensiones para  el  caso  en  
concreto corresponde  a $394.361.675,  esto  es, al  valor  de  la  multa  

impuesta a  la sociedad Gerencia  Interventoría  y  Consultoría SAS., 
pretensión que no excede   los   500   S.M.L.M   vigentes   a   la   fecha   de   

presentación   de   la demanda ($438.901.500).” 
 

Por lo anterior, se requiere al apoderado de la parte actora para que subsane el 
acápite de las pretensiones, haciendo la estimación razonada de la cuantía, 
conforme lo señalado previamente. 

 
 

4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 
El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 

administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 
artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 
controversias contractuales. 
 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no 
se encuentre expresamente prohibida.  

 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales 
o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado 
y negrillas del Despacho). 
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Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual se 
modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 

judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito de 
procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 
derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 

 
De igual manera la ley 640 de 2001 versa:  

 
“ARTICULO 21. SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN O DE LA CADUCIDAD. La presentación de 
la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta 

que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por 
la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley 
o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que 
ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 

ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 

87 del Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán 
formular solicitud de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La 
solicitud se acompañará de la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al 
particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.  
 
PARÁGRAFO 1o. Este requisito no se exigirá para el ejercicio de la acción de repetición.  
 

PARÁGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo 
contencioso administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, 
el término de caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se 
reanudará a partir del día siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. 
(Subrayado y negrillas del Despacho). 

 

En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 30 de enero de 
2019 ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos Administrativos y la fecha 

de constancia de la audiencia de conciliación el día 02 de abril de 2019, el 
término de interrupción de la acción contencioso administrativa fue de DOS (02) 
MESES y DOS (02) DIAS. 

 
En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar en el cuerpo 

de la demanda de conciliación, que se agotó el requisito de procedibilidad de la 
conciliación extrajudicial por parte de: UNION TEMPORAL AUDITORES DE SALUD 

integrada por GIC GERENCIA E INTERVENTORÍA y CONSULTORIA SAS, HAGGEN 

AUDIT SAS, INTERVENTORÍA DE PROYECTOS S.A.S, GESTIÓN Y AUDITORÍA 
ESPECIALIZADA SAS.  

Y como convocado la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 
GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES. (fls archivo 18 carpeta 
anexos) 

 

 5. DEL TÉRMINO  DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

 
El artículo 164 del CPCA señala: 
 

“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 

     2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 

j) En las relativas a contratos el término  para demandar será de dos (2) años que 

se contaran a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho  o de 
derecho que les sirva de fundamento.(...) 
 
     En los siguientes contratos, el término de dos (2) años se contará así: 

v) En los que requieran de liquidación y esta no se logre por mutuo acuerdo o no se 
practique por la administración unilateralmente, una vez cumplido el término de dos (2) 
meses contados a partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo 
bilateralmente o, en su defecto, del término de los cuatro (4) meses siguientes a la 
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terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que la 
disponga. 

La ley 1150 de 2007 por su parte establece en el artículo 11: 

 “Artículo  11. Del plazo para la liquidación de los contratos. La liquidación de los contratos 
se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus 

equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal término, 
la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del 
término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto 
administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga. 

En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o 
convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, 
la entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses 
siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C. C. A. 

Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la liquidación, la 
misma podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al 
vencimiento del término a que se refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo o 

unilateralmente, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 136 del C. C. A.”(Negrillas del 

despacho)    

 
En la demanda se alega que la Resolución No. 3939 de 2018, modificada por la 

Resolución No. 4340 de 2018,se  expidió (i)  sin  competencia,  (ii) fundada  en  
falsas  razones, (iii) de manera irregular y (iv) con infracción de las normas en 
las que deberían fundarse. 

 
Como quiera que la Resolución de 3939 de 2018 por el incumplimiento del 

Contrato No. 080 de 2018 modifica por Resolución 4340 de 2018, quedó en firme 
el 25 de septiembre de 2018, término a partir del cual se cuentan los 2 años 
establecidos en la ley más el término de suspensión DOS (02) MESES y DOS 

(02) DIAS, es decir el plazo máximo se extendió hasta el 28 de noviembre 
de 2020. 

 
En el presente caso la demanda por acción contencioso administrativa fue 
radicada el 17 de JULIO de 2020, ante el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, por lo tanto, es evidente que el actor se encontraba en término 
a la fecha de presentación del medio de control. 

 
6. DEL PODER Y LA LEGITIMACIÓN EN ACTIVA Y PASIVA  
 

Con relación a la legitimación por activa, se tiene a esta como la posibilidad que 
tiene aquella persona que ha sufrido un daño para obtener el resarcimiento 

mismo por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa.  
 
El artículo 160 del CPACA, respecto al derecho de postulación versa: 

 
“Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa”. (Subrayado del Despacho). 

 

En el presente asunto el Despacho no evidencia poder por parte del 
Representante legal de la sociedad GERENCIA INTERVENTORIA Y CONSULTORIA  

S.A.S al abogado CARLOS ALBERTO RODRIGUEZ CASAS. fls 1 a 3 archivo poder 
carpeta demanda) 
 

Anexa conformación unión temporal de Auditores de Salud 
Cámara y Comercio de GERENCIA INTERVENTORIA Y CONSULTORIA  S.A.S. 

 
Frente a la legitimación y la representación de la Entidades dispone el artículo 
159 del CPACA: 



Exp. 2021-00077-00 
Medio de Control Contractual 

6 

 
“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás sujetos de 

derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como 

demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso administrativos, por medio de 

sus representantes, debidamente acreditados. (…) 

 
En el presente caso el apoderado de la parte demandante solicita que se admita 
demandada en contra de ADRES con el fin de que se declare la nulidad de la 

resolución que declaró el incumplimiento del contrato No. 080 de 2018, es decir 
de la Resolución No.3939 de 2018 que impuso multa de manera individual a 

cada uno de los integrantes de la Unión. Así como también, para que se declare 
la nulidad de resolución que modificó parcialmente la primera, la Resolución 

No.4340 de 2018. 
 
En cuanto a la vinculación de terceros de las aseguradoras COMPAÑÍA MUNDIAL 

DE SEGUROS SAS, LIBERTY SEGUROS SA, ZURICH COLOMBIA SEGUROS SA, el 
despacho se pronunciará en el auto admisorio de la demanda. 

 
El numeral primero del artículo 627 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del 
Proceso), señala la entrada en vigencia de los artículos 610 a 627 a partir de la 

promulgación de esta ley (12 de Julio de 2012), el artículo 610 del mismo 
estatuto, indica la intervención de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado en los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción donde 
intervengan entidades públicas, para defender los intereses patrimoniales del 
Estado. 

 
Ahora bien el Decreto 4085 de 2011, respecto del objetivo de la Agencia Nacional 

de Defensa Jurídica del Estado, señala: 
 

“ARTÍCULO 2o. OBJETIVO. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y 
acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado 
definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia 
de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño 
antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones que 
aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de la 
Nación.  
PARÁGRAFO. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la Nación, los 
siguientes:  
a) Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración Pública del orden 
nacional por ser parte en un proceso. (Negrilla y subrayado del Despacho). 

 
Teniendo en cuenta que la entidad demandada es del orden Nacional,  se debe 
adelantar la notificación personal a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado. 
 

7. DE LAS NOTIFICACIONES VÍA CORREO ELECTRÓNICO 

 
El artículo 205 del CPACA establece lo siguiente: 
 

“Además de los casos contemplados en los artículos anteriores, se podrán  notificar las 

providencias a través de los medios electrónicos, a quien haya aceptado expresamente este medio 
de comunicación”.  

 

Las notificaciones de que trata el artículo 198 del CPACA se realizarán a través 

del correo electrónico, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 
ibídem, que al respecto señala: “se entenderán como personales las notificaciones surtidas a través 

del buzón de correo electrónico.  
 
Así mismo, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se le notificará 
por correo electrónico, al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 

2.2.3.2.1.3 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, el cual apalabra: 
 

“Para efectos de las notificaciones personales que se deban realizar a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, se entenderá que el correo electrónico cumple los mismos propósitos que el servicio 
postal autorizado para enviar la copia de la demanda, de sus anexos y del auto admisorio, en los 
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términos del artículo 197 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. En estos casos, no será necesaria la remisión física de los mencionados documentos”. 
(Subrayado del Despacho)  

 

El apoderado de la parte demandante no señaló las direcciones de notificación 

de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por lo que se le requiere. 
 
Por otra parte, el Decreto 806 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar  las  tecnologías  de  la  información  y  las  comunicaciones  en  
las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención 

a los  usuarios  del  servicio  de  justicia,  en  el  marco  del  Estado  de  
Emergencia Económica, Social y Ecológica” dispuso en el artículo 6°, que serán 
causales de inadmisión  de  la  demanda  la  falta  de  indicación  de  los  canales   

digitales  para notificación a las partes, sus apoderados, testigos, peritos y 
terceros que deban ser  citados,  así  como  también, no  aportar  la  copia  del  

envió  por  correo electrónico o físico de la demanda y sus anexos a las 
demandadas. 
 

En consideración de lo expuesto el despacho advierte que no allegó correos 
electrónicos de los testigos, ni junto con la demanda allegó copia del envío de la 

demanda y sus anexos a la demandada por correo electrónico ni de manera física 
por lo que se requiere al apoderado para que aporte lo correspondiente. 
 

Finalmente,  se  deja  constancia  que fue  allegado  medio  magnético pero no 
contiene archivo en formato Word. 

 
Se  requiere  a la apoderada de  la  parte  actora,  para  que  allegue demanda  

en medio magnético en formato Word. 
 
En virtud de lo anterior el Despacho, 

 
RESUELVE 

 
1. INADMITIR la acción contenciosa administrativa por el medio de control de 
Controversias Contractuales presentada por GERENCIA INTERVENTORIA Y 

CONSULTORIA SAS – GIC SAS   en contra de la ADMINISTRADORA DE LOS 
RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES. 

 
Se le concede a la parte actora, el término de diez días, contados a partir de la 
notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos anotados, de 

conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA y el artículo 6° del 
Decreto 806 de 2020.  

 
Los  documentos  solicitados  y/o  aclaraciones  solicitadas  en  el  presente  auto 
deberán ser enviados por correo electrónico al buzón 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  señalando  en  el  asunto  
“Documentos requeridos en la inadmisión de demanda”, seguido del número del 

proceso. Los memoriales deberán aportarse en formato PDF y Word, y los 
adjuntos deberán ser legibles y aportarse en formato PDF verificando que el 
tamaño del archivo permita su fácil descarga.  

 
2. Se reconoce personería jurídica al abogado CARLOS ALBERTO RODRIGUEZ 

CASAS como apoderado de la sociedad GERENCIA INTERVENTORIA Y 
CONSULTORIA SAS – GIC SAS, de conformidad con los fines y alcances del poder 
anexado. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Juez 
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SMCR 

 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 y la Ley 2080 de 2021 por regla 
general las actuaciones judiciales se tramitarán a través de medios virtuales. 
Para el efecto se recuerda que el correo electrónico es 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás 
partes del proceso un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, 
simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a este Despacho. 

 
 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
dfd0daf3cd2fb49ebfd681352d99152efd17735ccc628c7b00f6619f73112310 

Documento generado en 06/05/2021 09:18:47 AM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 

 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 

siguiente a la fecha de la presente providencia 

 

 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
-SECCIÓN TERCERA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
   

JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Medio de Control  Reparación Directa 

Ref. Proceso : 11001-33-36-037-2021- 00083-00 

Demandante : JUAN JOSÉ SUAREZ CASTAÑEDA Y OTROS 

Demandado : NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA – ARMADA 
NACIONAL  

Asunto : Inadmite demanda; concede término y se reconoce 

personería. 
 

I. ANTECEDENTES 

 

1. El señor JUAN JOSÉ SUAREZ CASTAÑEDA y otros, a través de apoderado 

judicial, presentó acción contenciosa administrativa del medio de control 
reparación directa en contra de la Nación - Nación – Ministerio de Defensa –
Armada Nacional, con el fin de que se declare responsable por perjuicios 

causados a los demandantes con ocasión de los hechos ocurridos el 19 de abril 
de 2019, donde resultó lesionado el infante de marina JUAN JOSÉ SUAREZ 

CASTAÑEDA.  
 
2. Según acta de reparto correspondió el conocimiento del proceso a este 

Despacho el 7 de abril de 2021.  
 

II. CONSIDERACIONES 

Corresponde al Despacho pronunciarse sobre el medio de control Reparación 
Directa, a fin de verificar si la misma cumple los requisitos legales, para ser 

admitida. 

1. NORMAS DE PROCEDIMIENTO APLICABLES 
 

En el presente litigio se aplicarán las normas contenidas en el CPACA, y el C.G.P. 
de conformidad a la remisión del artículo 306 del CPACA y de acuerdo con lo 

proveído en la Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 25  de junio de 2014, 
dentro del  proceso con número interno 49299, Magistrado Ponente doctor 
Enrique Gil Botero, en los aspectos  que resulten compatibles con el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo CPACA. 
Igualmente se dará aplicación al auto  complementario del  6 de agosto  de 2014 

expediente 50408 de la Sección Tercera Subsección “C” con ponencia del mismo 
Magistrado en cuanto a las reglas de transición del Código General del Proceso. 
 

2. DE LA JURISDICCIÓN 
 

Conforme al artículo 104 del CPACA la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer de los hechos, omisiones y 

operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 
las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.  
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En el presente asunto no se trata de las controversias relativas a la 
responsabilidad extracontractual y a los contratos celebrados por entidades 

públicas que tengan el carácter de instituciones financieras, aseguradoras, 
intermediarios de seguros o intermediarios de valores vigilados por la 
Superintendencia Financiera, cuando correspondan al giro ordinario de los 

negocios de dichas entidades, incluyendo los procesos ejecutivos; ni a decisiones 
jurisdiccionales; ni de juicios de policía; ni conflictos de carácter laboral surgidos 

entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales; ni a funciones 
jurisdiccionales conforme a lo dispuesto en el artículo 105 del CPACA.  

 

3. DE LA COMPETENCIA 
 

3.1. Por el factor funcional 
 

En cuanto a la competencia funcional el CPACA indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los agentes 
judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
(…) (Subrayado del Despacho) 

 

3.2. Por el factor territorial 
 

En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la Judicatura1, 
crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual manera respecto 

de la competencia territorial el CPACA, señala:  

 
“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas, o por la domicilio o la sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante” (Subrayado del Despacho) 

 

3.3. Por el factor cuantía 
 

El artículo 157 del CPACA señala: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para los efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o por los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos últimos sean los únicos que se 
reclamen (…). 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la 
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) (Subrayado del Despacho). 

 
De acuerdo a las normas antes citadas, y los hechos objeto del presente medio 

de control, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Circuito Judicial de 
Bogotá es competente por los factores funcional y territorial para conocer de 

éste. Los daños morales por expresa disposición no serán tenidos en cuenta 
para efectos de determinar la cuantía (Artículo 157 CPACA). 
 

En el presente caso, el apoderado de la parte actora señalo como montó para 
determinar la cuantía la suma de $ 235.210.064  (fs. 22 de la demanda) por 

concepto de perjuicios materiales, la cual no supera los 500 SMLMV, por 
consiguiente este despacho es competente para conocer del referido asunto. 
 

 
 

                                                           
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO 
JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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4. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD (CONCILIACIÓN PREJUDICIAL) 
 

El Despacho advierte que antes de incoar las acciones contencioso 
administrativas se debe hacer la conciliación prejudicial como lo consagra el 
artículo 161 del CPACA: 

 
“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito 
de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 
expresamente prohibida.  
Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación (…)”. (Subrayado del 
Despacho). 

 
Teniendo en cuenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual se 

modifica el artículo 42A de la Ley 270 de 1996, se menciona la conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito de 
procedibilidad para los medios de control de nulidad y restablecimiento de 

derecho, reparación directa y de las controversias contractuales. 
 

De igual manera la ley 640 de 2001 versa: 
 

“ARTICULO 21. SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el 
acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta 
que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que se venza 

el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta 
suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. 
(…) 
ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO: Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud 
de conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de 
la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las 
pruebas que fundamenten las pretensiones.  
(…) 
PARÁGRAFO 2o. Cuando se exija cumplir el requisito de procedibilidad en materia de lo contencioso 
administrativo, si el acuerdo conciliatorio es improbado por el Juez o Magistrado, el término de 
caducidad suspendido por la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día 
siguiente hábil al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. (Subrayado del Despacho). 

 
En el presente caso, la solicitud de conciliación se radicó el día 27 de octubre de 

2020 ante la Procuraduría 9ª Judicial II para Asuntos Administrativos y la fecha 
de la constancia de que se llevó a cabo la audiencia de conciliación es del día 23 
de diciembre de 2020, el término de interrupción de la acción contencioso 

administrativa seria de DOS (2) DÍAS Y TRES (3) MESES.  
 

En la constancia emitida por la Procuraduría, se puede evidenciar que se agotó 
el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial  por parte de los 
señores Juan José Suarez Castañeda, María Lili Castañeda Bernal quien actúa en 

nombre y presentación del señor Juan Pablo Suarez Castañeda, Yubanny Suarez 
Pineda, Jeniffer Alejandra Garzón Castañeda  y Ferney Andres Castañeda Bernal 

y como convocado NACIÓN –MINISTERIO    DE    DEFENSA – ARMADA  
NACIONAL.   
 

5. DEL TÉRMINO  DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 

Respecto de la caducidad de los medios de control en la interposición de la acción 
contencioso administrativa, se debe tener en cuenta lo preceptuado el en el 

artículo  164 numeral 2 literal i de la ley 1437 de 2011 no se han alterado, y en 
consecuencia el término de caducidad es de dos (02) años contados a partir del 
día siguiente de la ocurrencia de los hechos. 
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El artículo 164 del CPACA señala: 
 

“OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:  
(…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 
del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
(Subrayado del Despacho). 

 
Se advierte que si bien se allegó Historia Clínica donde se refiere ingreso del 

señor Juan José Suarez Castañeda el 19 de abril de 2019, lo cierto, es que la 
misma no es visible el diagnóstico, por lo que en atención  a lo indicado en el 
hecho 3° de la demanda donde se refiere el mismo día como fecha en que el 

demandante sufrió la lesión, el Despacho la tomará para el conteo de la 
caducidad. 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el hecho generador de la presunta 
responsabilidad de la entidad demandada  fue el 19 de abril de 2019 (historia 

clínica) y de acuerdo a esto se cuenta con dos años a partir del día siguiente del 
acaecimiento del hecho para presentar la demanda por el medio de control de 

reparación directa, el cual correspondería 20 de abril de 2021,  ahora, 
contando la interrupción del término por la conciliación prejudicial de DOS (2) 

DÍAS Y TRES (3) MESES, el plazo para presentarla se extendía hasta el  22 
DE JULIO DE 2021 
 

En el presente caso la demanda por acción contenciosa administrativa fue 
radicada el 7 DE ABRIL DE 2021, por lo tanto, es evidente que el medio de 

control esta en término a la fecha de presentación. 
 
6. DEL PODER Y LA LEGITIMACIÓN EN ACTIVA Y PASIVA  

 
Con relación a la legitimación por activa, se tiene a esta como la posibilidad que 

tiene aquella persona que ha sufrido un daño para obtener el resarcimiento 
mismo por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa.  
 

El artículo 160 del CPACA, respecto al derecho de postulación versa: 
 

“Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa”. (Subrayado del Despacho). 

 
El Despacho refiere en el acápite de anexos de la demanda que se adjunta poder 

conferido por los demandantes al abogado Héctor Eduardo Barrios, no obstante 
no se aportaron por lo que se requiere al profesional del derecho.  
 

Por otro lado junto con la demanda se presentaron los siguientes documentos 
con la finalidad que acreditar el parentesco de los demandantes con la víctima 

directa, así:   
 
1. Registro civil de nacimiento de  Juan José Suarez Castañeda (víctima directa) 

2. Registro civil de nacimiento de  Jeniffer Alejandra Garzón Castañeda 
(hermana víctima directa) 

3. Registro civil de nacimiento de Ferney Andres Castañeda Bernal (hermanó 
víctima directa) 

 

No obstante delo anterior el Despacho advierte que si bien se allegó registro civil 
del señor Ferney Andres Castañeda Bernal el mismo no es visible y aunado a 

ello no se aporta registro civil de Juan Pablo Suarez Castañeda, por lo que se 
requiere al profesional del derecho para que allegue las documentales de forma 
legible.  
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Frente a la legitimación y la representación de la Entidades dispone el artículo 

159 del CPACA: 
 

“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás 
sujetos de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al 
proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los procesos 

contencioso administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 
(…) 
 

En el presente  caso la apoderada de la parte demandante solicita que se admita 

la demanda en contra de la  Nación - Nación – Ministerio de Defensa –Armada 
Nacional, con el fin de  obtener  la reparación por los daños ocasionados, como 
consecuencia  de los perjuicios causados a los demandantes con ocasión de los 

hechos ocurridos el 19 de abril de 2019, donde resultó lesionado el infante de 
marina JUAN JOSÉ SUAREZ CASTAÑEDA. 

 
Ahora, el artículo 48  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL 

SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T AN ANTE LA 

JURISDICCIÓN, indica la intervención de la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado en los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción 
en donde estén involucrados intereses litigiosos de la Nación, en los términos 
del artículo 2° del Decreto Ley 4085 de 2011 o la norma que lo sustituya, para 

que intervenga de conformidad con el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012.  
 

Ahora bien el Decreto 4085 de 2011, respecto del objetivo de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, señala: 
 

“ARTÍCULO 2o. OBJETIVO. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y 
acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado 
definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia 
de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño 
antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones que 
aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de la 
Nación.  
PARÁGRAFO. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la Nación, los 
siguientes:  
a) Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración Pública del orden 
nacional por ser parte en un proceso. (Negrilla y subrayado del Despacho). 

 
Teniendo en cuenta que las entidades demandadas son del orden Nacional,  se 

debe adelantar la notificación personal a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado. 

 
Por otra parte, artículo 35 y 37  de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO 

DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAM/T 

AN ANTE LA JURISDICCIÓN, señaló lo siguiente:  

 
7. El lugar y dirección donde las partés y el apoderado de quien demanda recibirán 

las notificaciones personales. Para tal efecto, deberán indicar también su canal 

digital. 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deber proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario 

velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la 

demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará 

con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
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En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 

anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará 

al envío del auto admisorio al demandado. 

Artículo 37. Modifíquese el numeral 7 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el 

cual quedará así: 

 

7. El lugar donde el demandado, su representante o apoderado recibirán las 

notificaciones personales y las comunicaciones procesales. Para tal efecto, deberán 

indicar también su canal digital.” 
 

Por otro lado, se advierte junto con la demanda se indicó los correos electrónicos 

de la demandada cumplimiento con esto lo establecido en el artículo 37 de la 
Ley 2080.  
 

Por último el Decreto 806 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica” dispuso en el artículo 6°, que serán causales de 

inadmisión de la demanda la falta de indicación de los canales digitales para 
notificación a las partes, sus apoderados, testigos, peritos y terceros que deban 

ser citados, así como también, no aportar la copia del envió por correo 
electrónico o físico de la demanda y sus anexos a las demandadas.  
 

En consideración de lo expuesto el despacho advierte que junto con la demanda  
se allegó correos electrónicos de los demandantes, no obstante no se aporta 

correo del testigo, por lo que se requiere a la parte.  
 
Por otro lado, no se aportó con la demanda la constancia de envío de la demanda 

a la demandada, por lo que se requiere al apoderado.  
 

7. DE LAS NOTIFICACIONES VÍA CORREO ELECTRÓNICO 
 
El artículo 52 de la Ley 2080 por medio de la cual “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO -LEY 1437  DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN 

MATERIA DE  DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA 

JURISDICCIÓN” establece lo siguiente: 
 

“Artículo 52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará 

así: 

 

1. La providencia a ser notificada se remitirá por el Secretario al canal digital 

registrado y para su envío se deberán utilizar los mecanismos que garanticen la 

autenticidad e integridad del mensaje.  

 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos 

dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 

correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 

Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del 

destinatario al mensaje. El Secretario hará constar este hecho en el expediente. 

De las notificaciones realizadas electrónicamente se conservarán los registros para 

consulta permanente en línea por cualquier interesado.” 

 

Las notificaciones de que trata el artículo 198 del CPACA se realizarán a través 
del correo electrónico, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 

ibídem, que al respecto señala: “se entenderán como personales las 
notificaciones surtidas a través del buzón de correo electrónico.  
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Así mismo, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, se le notificará 
por correo electrónico, al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 

2.2.3.2.1.3 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, el cual apalabra: 
 

“Para efectos de las notificaciones personales que se deban realizar a la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, se entenderá que el correo electrónico cumple los mismos 

propósitos que el servicio postal autorizado para enviar la copia de la demanda, de sus 
anexos y del auto admisorio, en los términos del artículo 197 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En estos casos, no será necesaria la 
remisión física de los mencionados documentos”. (Subrayado del Despacho)  

 

El apoderado de la parte demandante señaló la dirección de notificación 
electrónica de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por lo que se 
encuentra cumplida la carga.  

 
Finalmente, se deja constancia que fue allegado medio magnético con la 

demanda en formato PDF.  
 
Se requiere a la apoderada de la parte actora para que allegue medio magnético 

con la demanda en formato WORD.  
 

En virtud de lo anterior el Despacho, 
 

RESUELVE 

 
1. INADMITIR la acción contenciosa administrativa por el medio de control de 

REPARACIÓN DIRECTA presentada por el señor JUAN JOSÉ SUAREZ CASTAÑEDA 
Y OTROS en contra de LA NACIÓN - NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA –

ARMADA NACIONAL. 
 
Se le concede a la parte actora, el término de diez días, contados a partir de la 

notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos anotados, de 
conformidad con lo preceptuado en el artículo 170 del CPACA y el artículo 6° del 

Decreto 806 de 2020.  
 
Los documentos solicitados y/o aclaraciones solicitadas en el presente auto 

deberán ser enviados por correo electrónico al buzón 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co señalando en el asunto “Documentos 

requeridos en la inadmisión de demanda”, seguido del número del proceso. Los 
memoriales deberán aportarse en formato PDF y Word, y los adjuntos deberán 
ser legibles y aportarse en formato PDF verificando que el tamaño del archivo 

permita su fácil descarga.  
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 
Juez 

JARE 

 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 por regla general las actuaciones judiciales se tramitarán 
a través de medios virtuales. Para el efecto se recuerda que el correo electrónico de 
correspondencia es correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.  

 
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás partes del proceso 
un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, simultáneamente con copia incorporada 
al mensaje enviado a este Despacho. 
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ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  
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JUZGADO 037 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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Documento generado en 06/05/2021 09:18:48 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN TERCERA 
 

Se notifica a las partes en ESTADO ELECTRÓNICO del día hábil 
siguiente a la fecha de la presente providencia 

 
 



 
JUZGADO TREINTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

-SECCIÓN TERCERA- 
 

Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ. 

Medio de Control   Ejecutivo 

Ref. Proceso : 11001333637 2021-00089-00 

Demandante : Alianza Fiduciaria S.A como Administradora del Fondo 

Abierto con Pacto de Permanencia CxC 
Demandado 
Asunto 

: 
: 

Nación – Ministerio de Defensa Armada Nacional  
Inadmite demanda ejecutiva 

 
1. Mediante apoderado Alianza Fiduciaria S.A. como Administradora del Fondo 

Abierto con Pacto de Permanencia C*C, presentaron demanda a través del medio 
de control ejecutivo en contra de la Nación – Ministerio de Defensa – Armada 

Nacional con la finalidad que se libre mandamiento de pago por la condena 
impuesta por el Despacho la cual fue modificada por el H. Tribunal de 
Cundinamarca – Sección Tercera, Subsección “B” con providencia de fecha 28 

de marzo de 2014.  
 

2. La demanda fue radicada el 15 de diciembre de 2020, la cual fue asignada 
por reparto al Juzgado 31 Administrativo de Bogotá, quien por auto de fecha 18 
de marzo de 2021 declaró la falta de competencia y ordenó remitir el expediente 

a este Despacho. 
 

3. En cumplimiento oficina de apoyo, asignó el proceso de la referencia.   
 
Por lo anterior, se procede a verificar si se debe o no librar mandamiento de pago.  

 
 

I. PRETENSIONES 
 
Con el escrito de la demanda ejecutivo, se señalaron las siguientes pretensiones: 

 
“Solicito se libre mandamiento de pago en contra de la Nación - Ministerio de Defensa - 
Armada Nacional y a favor de Alianza Fiduciaria S.A. como administradora del Fondo Abierto 

con Pacto de Permanencia CxC identificado con NIT. 900.058.687-4, por las siguientes 

sumas de dinero: 
 
1. TRESCIENTOS CINCUENTA MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y DOS MIL 
SEISCIENTOS TRES PESOS con SETENTA Y UN CENTAVOS ($350.442.603.71) M/Cte. que 
corresponde al capital dejado de pagar por la demandada, conforme al citado contrato de 
cesión de créditos, de fecha 6 de junio de 2017 y que consta en la sentencia fechada el 28 

de marzo de 2014, Proferida por el Juzgado treinta y siete Administrativo de Oralidad 
Circuito Judicial de Bogotá, el cual fue modificado por la sentencia de segunda instancia 
proferida el 15 de abril de 2015 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y quedó 
debidamente ejecutoriado el 10 de junio de 2015, dentro del proceso de reparación directa 
incoado por Charles Pareja Cardona y otros en contra de la Nación - Ministerio de Defensa 
- Armada Nacional Exp. No. 2012-000063, debidamente ejecutoriada el día 10 de junio de 
2015. 

 
2. Por la suma de CUATROCIENTOS TREINTA Y CUATRO MILLONES NOVECIENTOS 
CUARENTA Y NUEVE MIL DOSCIENTOS TREINTA Y CINCO PESOS CON CUARENTA Y SIETE 
CENTAVOS ($434'949.235.47) M/Cte., valor correspondiente a los intereses moratorios 

causados desde el día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia, esto es desde el 
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día 11 de junio de 2015, causados sobre el capital indicado en el numeral anterior, hasta el 

19 de octubre de 2020. Así mismo, solicitamos se liquiden los intereses de mora, liquidados 
desde el día 20 de octubre de 2020 y hasta la fecha de pago de la obligación. 
 
3. Se condene al demandado al pago de las costas, agencias en derecho y demás gastos” 

 

 
II. HECHOS 

 

Como hechos en la  demanda se narraron los siguientes: 
 

“Primero (10.-) Por intermedio de apoderado judicial, los señores: Charles Pareja Cardona, 
Fernando León Pareja Mesa, Cristina del Socorro Cardona Piedrahita, Gabriel Jaime Pareja 

Cardona, Luis Fernando Pareja Cardona y Claudia Patricia Pareja Cardona presentaron 
demanda de Reparación Directa ante el Juzgado treinta y siete Adminsitrativo de Oralidad 
Circuito Judicial de Bogotá, contra Nación - Ministerio de Defensa - Armada Nacional, con 
el objeto de que se declare responsable administrativa y patrimonialmente a la demandada 
y en consecuencia, condenara a la entidad pública al pago de perjuicios morales y 

materiales sufridos por los actores con ocasión de las lesiones personales y psiquiátricas 

que sufrió el señor Charles Pareja Cardona mientras se encontraba prestando servicio 
militar en calidad de infante de marina. 
 
Segundo (20.-) Mediante sentencia de fecha 28 de marzo de 2014, bajo el radicado No. 
11001-33-36-037-2012-000063-00, el Juzgado treinta y siete Adminsitrativo de Oralidad 
Ciircuito Judicial de Bogotá, decidió declarar la responsabilidad administrativa y 
patrimonial de la Nación - Ministerio de Defensa - Armada Nacional, por los perjuicios 

causados a los demandantes, con de las lesiones personales y psiquiátricas que sufrió el 
señor Charles Pareja Cardona mientras se encontraba prestando servicio militar en calidad 
de infante de marina. Condenando a la entidad a pagar a título de reparación integral por 
perjuicios morales y perjuicios materiales y por daño a la salud a favor de los demandantes 
los siguientes valores: 
 
Nombre del demandante                                                           Perjuicios                    

                                                                                               Morales 
                                                                                               (SMMLV) 

 
Charles Pareja Cardona                            Victima directa            100 SMMLV 
Fernando León Pareja Mesa                      Padre de la victima       100 SMMLV 

Cristina del Socorro Cardona Piedrahita     Madre de la Victima       15 SMMLV 
Claudia Patricia Pareja Cardona                 Hermana de la victima   15 SMMLV 
Gabriel Jaime Pareja Cardona                    Hermano de la Victima   5 SMMLV 

Luis Fernando Pareja Cardona                   Hermano de la víctima    5 SMMLV 

 
Por concepto de Perjuicios Materiales de Lucro Cesante Consolidado y Futuro y, por otro 
lado, Daño a la Salud, los siguientes valores: 
 
(…) 

Tercero (3o.-) Mediante sentencia proferida el 15 de abril de 2015, bajo el radicado No. 
11001-33-36-037-2012-000063-01, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección 
Tercera, subsección "B"., decidió MODIFICAR la sentencia de primera instancia fechada el 
28 de marzo de 2014, proferida por Juzgado treinta y siete Adminsitrativo de Oralidad 
Ciircuito Judicial de Bogotá. 
(…) 

 
Además, el numeral que adicionó estipuló que se condenaba al Ministerio de Defensa - 
Armada Nacional, a reconocer y pagar, por concepto de Perjuicio inmaterial en la 
modalidad de alteración a las condiciones de existencia los siguientes valores: 
(…) 
Cuarto (4o. -) Según constancia expedida por la Secretaria del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, el fallo de fecha 15 de abril de 2015, proferido por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, quedó debidamente ejecutoriado el día 10 de junio de 
2015. 
(…) 
 
Quinto (5o.-) El doctor José Luis Viveros Abisambra, en calidad de apoderado de la parte 
actora dentro del proceso identificado con el radicado No. 11001-33-36-037-2012-
00006301, allegó cuenta de cobro a la Nación - Ministerio de Defensa - Armada Nacional, 

el día 16 de julio de 2015, bajo radicado No. 054674, a fin de que los demandantes 
obtuvieran el pago de las sumas reconocidas a los demandantes, en fallo de fecha 15 de 
abril de 2015, proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.  
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Sexto (6o.-) El 6 de junio de 2017, se suscribió un contrato de cesión de créditos entre los 

señores Juan David Viveros Montoya, actuando en nombre y representación de Charles 
Pareja Cardona, Fernando León Pareja Mesa, Cristina del Socorro Cardona Piedrahita, 
Gabriel Jaime Pareja Cardona, Luis Fernando Pareja Cardona y Claudia Patricia Pareja 
Cardona; quienes para efectos del contrato obraron como CEDENTES y la señora Sandra 
Patricia Lara Ospina, en su calidad de Apoderada de ALIANZA FIDUCIARIA S.A., Sociedad 
que a su vez actúa única y exclusivamente como Administradora del Fondo Abierto con 
pacto de Permanencia CxC y quien para efectos del contrato obró en calidad de 

CESIONARIA, sobre el 100% de los Derechos económicos reconocidos a los beneficiarios 
de la sentencia de fecha 28 de marzo de 2014, proferido por el Juzgado treinta y siete 
Administrativo de Oralidad Circuito Judicial de Bogotá, el cual fue modificado por la 
sentencia de segunda instancia proferida 25 de abril de 2015 por el Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca y quedo debidamente ejecutoriado el 10 de junio de 2015. Dichos 
Derechos Económicos corresponden a la suma de: 

 
(…) 
Teniendo en cuenta lo anterior, el valor total de los derechos económicos objeto de la 
presente cesión por concepto de perjuicios equivale a la suma de TRESCIENTOS 
CINCUENTA MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y DOS MIL SEISCIENTOS TRES 

PESOS CON SETENTA Y UN CENTAVOS ($350.442.603.71) M/Cte. 
Séptimo (7o.-) El 28 de junio de 2017, mediante comunicado, la señora Sandra Patricia 

Lara Ospina, apoderada de ALIANZA FIDUCIARIA S.A. y el señor Juan David Vieros 
Montoya allegaron comunicación a la Nación - Ministerio de Defensa - Armada Nacional, 
bajo el radicado No.044559, solicitando la aceptación del contrato de cesión de fecha 6 de 
junio de 2017, así como la certificación del registro de la cuenta por pagar a favor de 
Alianza Fiduciaria S.A. como administradora del Fondo Abierto con Pacto de Permanencia 
Cxc, derivada del contrato de cesión de derechos económicos aludido. En respuesta, 
mediante oficio del 11 de agosto de 2017, bajo radicado No. OFI17-66344 - MDN - DSGDAL 

- GROLJC, remitido por el señor Carlos Alberto Saboya González, Director de Asunto 
Legales del Ministerio de Defensa Nacional. En primer lugar, la entidad, manifestó aceptar 
la cesión de créditos, fechada el 6 de junio de 2017, reconociendo a mi poderdante como 
única titular de los derechos económicos reconocidos en la sentencia fecha 15 de abril de 
2015, proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y el cual quedó 
debidamente ejecutoriado el 10 de junio de 2015. En segundo lugar, procedió a asignar 

turno de pago T5382-2015. 
 

Octavo (8°.-) Conforme a los hechos anteriores, el valor total de los Derechos Económicos 
cedidos a mi poderdante mediante contrato de cesión de créditos suscrito el 6 de junio de 
2017, corresponde a la suma de TRESCIENTOS CINCUENTA MILLONES CUATROCIENTOS 
CUARENTA Y DOS MIL SEISCIENTOS TRES PESOS CON SETENTA Y UN CENTAVOS 
($350.442.603.71) M/Cte. A pesar de estar reconocida dicha obligación por parte de la 

Nación - Ministerio de Defensa - Armada Nacional, estando dentro del trámite para el pago 
con turno asignado, a la fecha la demandada, más de cuatro (4) años después de haberse 
iniciado el trámite de pago de sentencia, no la ha honrado, luego para efectos de evitar el 
fenómeno de la prescripción, mi mandante se ha visto en la necesidad de iniciar el presente 
proceso.” 

 

III CONSIDERACIONES 
 

Al realizar el análisis del libelo demandatorio, se advierte: 
 
I) Competencia de la jurisdicción Contencioso Administrativa. 

 
3.1. Por el factor funcional 

 
En cuanto a la competencia funcional por el factor de la cuantía el CPACA, indica:  
 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA 
INSTANCIA. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 
asuntos: 
(…) 
7. De los procesos ejecutivos, cuando la cuantía no exceda de mil quinientos (1.500) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

”. (…) (Subrayado y negrillas del Despacho). 
 
3.2. Por el factor territorial 
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En relación con la competencia territorial, el Consejo Superior de la Judicatura1, 

crea los Circuitos Judiciales en el territorio nacional, de igual manera respecto 
de la competencia territorial el CPACA, señala:  
 

“ARTICULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO.  Para la determinación de 
la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…) 
9. En las ejecuciones de las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo o de las obligaciones contenidas en una conciliación aprobada por esta 

jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia respectiva.” 

 
3.3.-Del Título Ejecutivo 
 

El H. Consejo de Estado sobre las generalidades del proceso ejecutivo, las 
características y requisitos del título ejecutivo, dispuso:  
 

“B. Generalidades del proceso ejecutivo: 

 
El proceso ejecutivo tiene su fundamento en la efectividad del derecho subjetivo del 
ejecutante que consiste en la facultad de reclamar el cumplimiento de una obligación clara, 
expresa y exigible. 

 
Es por ello que la obligación, por cuyo cumplimiento se acude a la jurisdicción, debe tener 
esas tres características reveladas en el documento o conjunto de documentos que la 
contienen. 
 
En otras palabras, el proceso ejecutivo tiene su origen en la obligación clara, expresa y 

exigible contenida en el título ejecutivo y cuyo titular es el acreedor; tiene por finalidad 
asegurarle a éste la satisfacción de su acreencia mediante la utilización de medios coercitivos 
legítimos y legales. 
 
1. Título ejecutivo 
 
Por ser este el punto de partida del proceso ejecutivo, resulta fundamental para el juzgador 

conocer su esencia y fundamento, puesto que las providencias que se profieren en el proceso 

tienen como finalidad su cumplimiento. 
 
Para ejecutar es necesario demostrar, que el ejecutante tiene un derecho privado, es decir 
que es acreedor. 
 
Es sabido que el título ejecutivo se define como el documento en el cual consta una 

obligación clara, expresa y exigible. 
 
Consagra el artículo 422 del Código General del Proceso, que: 
 
“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que 
consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena 

prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por el juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que 
en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de 
la justicia, y los demás documentos que señale la ley. 
 

“La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que 
conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.” 

 
El título ejecutivo debe reunir condiciones formales y de fondo. Los primeros miran, a que 
se trate de documento o documentos éstos que conformen unidad jurídica, que sea o sean 
auténticos, y que emanen del deudor o de su causante, de una sentencia de condena 
proferida por el juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que 
tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso 
administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 

auxiliares de la justicia. Las exigencias de fondo, atañen a que de estos documentos 
aparezca, a favor del ejecutante o de su causante y a cargo del ejecutado o del causante, 
una “obligación clara, expresa y exigible y además líquida o liquidable por simple operación 
aritmética si se trata de pagar una suma de dinero”. 
 

                                                 
1 ACUERDO No. PSAA 06 – 3321 DE 2006 (FEBRERO 09), Artículo primero, numeral 14 EN EL DISTRITO JUDICIAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, literal a el circuito judicial de Bogotá D.C. 
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Frente a estas calificaciones, ha señalado la doctrina, que por expresa debe entenderse 

cuando aparece manifiesta de la redacción misma del título. En el documento que la contiene 
debe ser nítido el crédito - deuda que allí aparece; tiene que estar expresamente declarada, 
sin que haya para ello que acudir a elucubraciones o suposiciones. ”Faltará este requisito 
cuando se pretenda deducir la obligación por razonamientos lógico jurídicos, considerándola 
una consecuencia implícita o una interpretación personal indirecta” (2). 
 
La obligación es clara cuando además de expresa aparece determinada en el título; debe 

ser fácilmente inteligible y entenderse en un solo sentido. 
 
La obligación es exigible cuando puede demandarse el cumplimiento de la misma por no 
estar pendiente de un plazo o condición. Dicho de otro modo la exigibilidad de la obligación 
se debe, a la que debía cumplirse dentro de cierto término ya vencido, o cuando ocurriera 
una condición ya acontecida, o para la cual no se señaló término pero cuyo cumplimiento 

sólo podía hacerse dentro de cierto tiempo que ya transcurrió, y la que es pura y simple por 
no haberse sometido a plazo ni condición, previo requerimiento3.” 
 

El artículo 297 del CPACA establece: 
 

“Artículo 297. Título Ejecutivo. Para los efectos de este Código, constituyen título ejecutivo: 
 
“(…)1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago 
de sumas dinerarias (…)” 
 
“(…)2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de 

solución de conflictos, en las que las entidades públicas quedan obligadas al pago de sumas 
de dinero en forma clara, expresa y exigible (…)” 
 

De otra parte el artículo 192 del CPACA indica: 
 

Artículo 192. Cumplimiento de sentencias o conciliaciones por parte de las 
entidades públicas. Cuando la sentencia imponga una condena que no implique el pago o 
devolución de una cantidad líquida de dinero, la autoridad a quien corresponda su ejecución 
dentro del término de treinta (30) días contados desde su comunicación, adoptará las 
medidas necesarias para su cumplimiento. 

 
Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una 

suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir 
de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar 
la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada. 
 
Las cantidades líquidas reconocidas en providencias que impongan o liquiden una condena 
o que aprueben una conciliación devengarán intereses moratorios a partir de la ejecutoria 

de la respectiva sentencia o del auto, según lo previsto en este Código. 
(…) 
 
Cumplidos tres (3) meses desde la ejecutoria de la providencia que imponga o liquide una 
condena o de la que apruebe una conciliación, sin que los beneficiarios hayan acudido ante 
la entidad responsable para hacerla efectiva, cesará la causación de intereses desde 
entonces hasta cuando se presente la solicitud. 

(…) 
 

Ejecutoriada la sentencia, para su cumplimiento, la Secretaría remitirá los oficios 
correspondientes.(…)” 
 

 A su vez, el artículo 422 del CGP consagra: 
 

“Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y 
exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 
constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida 
por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 
providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios 

de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha 

                                                 
2 Morales Molina, Hernando. Compendio de Derecho Procesal. El proceso Civil. Tomo II. 
3 H. Consejo de Estado, Sección Tercera, con ponencia de la doctora MARIA ELENA GIRALDO GOMEZ en auto de 5 de 
octubre de 2000, exp. 16868, sobre 
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en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el 

interrogatorio previsto en el artículo 184.4 

 
Del mismo modo referente a la ejecución, el CGP, en el artículo 306 inciso 

primero  establece: 
 

“Cuando la sentencia condene al pago de una suma de dinero, a la entrega de cosas muebles 
que no hayan sido secuestradas en el mismo proceso, o al cumplimiento de una obligación 
de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá solicitar la ejecución 

con base en la sentencia, ante el juez del conocimiento, para que se adelante el 
proceso ejecutivo a continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada. 
Formulada la solicitud el juez librará mandamiento ejecutivo de acuerdo con lo señalado en 
la parte resolutiva de la sentencia y, de ser el caso, por las costas aprobadas, sin que sea 
necesario, para iniciar la ejecución, esperar a que se surta el trámite anterior.” 
 

Así mismo, en cuanto a la ejecución contra entidades  derecho público el artículo 

307 del CGP estableció: 
 

Artículo 307.Ejecución contra entidades de derecho público. Cuando la Nación o una 

entidad territorial sea condenada al pago de una suma de dinero, podrá ser ejecutada 
pasados diez (10) meses desde la ejecutoria de la respectiva providencia o de la que 
resuelva sobre su complementación o aclaración. 

 

3.4. DE LAS DOCUMENTALES APORTADAS 
 

El ejecutante con el escrito de ejecución allegó las siguientes documentales:   
 

1. Copia de la sentencia de primera instancia fechada 28 de marzo de 2014, 
proferida por este Despacho.  

2. Copia de Sentencia de segunda instancia proferida por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, el día 15 de abril de 2015. 

3. Copia de Constancia Secretarial expedida por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca donde se hace constar que las sentencias cobraron ejecutoria 
fechada el 10 de junio de 2015. 

4. Copia de la solicitud de pago o cuenta de cobro de la obligación dineraria 

presentada ante la Nación - Ministerio de Defensa - Armada Nacional, el día 
16 de julio de 2015, bajo radicado No. 054674. 

5. Copia auténtica del contrato de Cesión de Créditos celebrado el 6 de junio 
de 2017 entre los señores los señores Juan David Viveros Montoya, actuando 
en nombre y representación de Charles Pareja Cardona, Fernando León Pareja 

Mesa, Cristina del Socorro Cardona Piedrahita, Claudia Patricia Pareja 
Cardona, Gabriel Jaime Pareja Cardona, Luis Fernando Pareja Cardona, quien 

para efectos del contrato obran como cedentes y la señora Sandra Patricia 
Lara Ospina, en su calidad de apoderada de ALIANZA FIDUCIARIA S.A., quien 
para efectos del contrato obró en calidad de cesionaria. 

8. Comunicación remitida el 28 de junio de 2017, por parte la apoderada de 
ALIANZA FIDUCIARIA S.A. y el abogado Juan David Viveros Montoya 

(demandantes), ante la Nación - Ministerio de Defensa - Armada Nacional, 
bajo radicado No. 044559. 

9. Oficio remitido por parte del señor Carlos Alberto Saboya González, Director 

de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa Nacional, el 11 de agosto de 
2017, identificado bajo radicado No. OF117-66344-MDN - DSGDAL – GROLJC, 

donde se plasma la aceptación de cesión del crédito  

 

 

                                                 
4    Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, M.P: Myriam Guerrero De Escobar, Bogotá, 
D.C., enero treinta y uno (31) de dos mil ocho (2008); Radicación: 44401-23-31-000-2007-00067-01(34201) Actor: Martin 
Nicolas Barros Choles. 
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CASO EN CONCRETO 

 
1. CAPITAL  

 
Encuentra el Despacho que de los documentos antes señalados, aducidos por el 
ejecutante como título ejecutivo, se desprende que existe una obligación 

clara, expresa y exigible a cargo del deudor. 
 

Lo  anterior  en  consideración  a  que la  sentencia  de  la  condena impuesta a 
la Nación –Ministerio de Defensa – Armada Nacional se declaró lo siguiente:  
 

 Para el señor Chales Pareja Cardona la suma de 122.847.159,66, por 
concepto de lucro cesante consolidado.  

 
 Para el señor Chales pareja Cardona la suma de 47.637.944,00 por concepto 

de lucro cesante futuro.  
 
 Para el señor Charles Pareja Cardona 60 SMLMV a la fecha de la ejecutoria 

de la sentencia, esto es $ 38.661.000 por concepto de perjuicios morales.  
 

 Para los señores Fernando León Pareja Mesa y Cristina del Socorro Cardona 
Piedrahita 60 SMLMV a la fecha de la ejecutoria de la sentencia, esto es 
$38.661.000 por concepto de perjuicios morales, lo cual da un total de 

$77.322.000.  
 

 Para los señores Claudia Patricia Pareja Cardona, Gabriel Jaime Pareja 
Cardona, y Luis Fernando Pareja Cardona 30 SMLMV a la fecha de la 
ejecutoria de la sentencia, esto es $ 19.330.500 por concepto de perjuicios 

morales, lo cual da un total de $57.991.500. 
 

 Para el señor Charles Pareja Cardona 60 SMLMV a la fecha de la ejecutoria 
de la sentencia, esto es $ 38.661.000 por concepto de perjuicios a la salud. 

 

En este orden de ideas, encuentra el Despacho que de los documentos antes 

señalados, aducidos por el ejecutante como título ejecutivo, se desprende que 

existe una obligación clara, expresa y exigible a cargo del deudor, esto en 

razón a que se tiene que el título es exigible. 

 

En ese orden de ideas como la exigibilidad del título (Sentencias ejecutoriadas), 
puede ser ejecutadas ante esta misma jurisdicción al tenor de lo dispuesto en el 

artículo 299 del CPACA, por consiguiente en el caso sub- examine se 
contabilizará el cumplimiento de los 10 meses a partir del día siguiente de la 
ejecutoria,  esto es el 11 de junio de 2015, por lo que se tiene que pudo ser 

ejecutada desde el  11 de abril de 2016.  
 

Ahora en éste caso, como quiera que sentencia que se pretende ejecutar cobró 
ejecutoria el 10 de junio de 2015 el término de 5 años de caducidad debe 
contabilizarse a partir del 11 de abril de 2016 (fecha en que vencieron los 10 

meses), teniendo la parte ejecutante hasta el 11 de abril de 2021 y la misma se 
radicó el 15 de diciembre de 2020, esto es  en tiempo.   

 
Por otro lado se advierte que desde que vencieron los 10 meses de que trata el 
artículo 299 del C.P.A.C.A., la entidad demandada no ha procedido al pago, por 

lo que se deberá acceder a librar el mandamiento de pago por las sumas 
contenidas en las sentencias ejecutoriadas.   

 
INTERESES  
 

Respecto a los intereses, se tiene que la solicitud de cumplimiento de sentencia  
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fue radicada el 3 de abril de 2017, esto es, por fuera del término de que trata el  

inciso 5 del artículo 192 del CPACA5, por lo que cesaron los intereses desde el 3 
de agosto de 2017 hasta el 2 de abril de 2017, situación que se tendrá en cuenta 

para librar el mandamiento de pago.  
 
Finalmente se indica que como la ejecutoria de la sentencia es posterior al dos 

(2) de  julio  del  año  2012  (entrada  en  vigencia  del  C.P.A.C.A.),  la  tasa  
de  mora aplicable será igual a la tasa de interés de los certificados de depósito 

a término 90 días (DTF), certificada por el Banco de la República por los primeros 
10 meses del período de mora contados desde de la ejecutoria esto teniendo el 
lapso en que cesaron los mismos, a partir de los cuales se aplicará desde el mes 

10 la tasa comercial moratoria hasta la fecha del pago.  
 

Por  consiguiente, se  liquidarán  los  intereses  a  la  tasa  del  DTF6,  conforme  
el artículo 192 y 195 del CPACA desde el 11 de junio de 2015 hasta el 10 de 
abril de 2016 (artículo 192 de del CPACA, esto en razón a que no cesaron 

intereses) y a título de intereses moratorios (vencimiento de los 10 meses), 
desde el 11 de abril de 2016 hasta la fecha en que se efectúe el pago, liquidados 

a la tasa  que certifique la Superintendencia Financiera para los efectos del 
artículo 884 del Código de Comercio. 

 
En cuanto a la condena en  costas  del  presente proceso ejecutivo  y gastos que 
se  generen contra de la entidad ejecutada, se advierte  que aquellas se 

encuentran sujetas  al artículo 365 y 366 del CGP, las cuales se decidirán al 
emitirse sentencia. 

 
CONTRATO DE CESIÓN  
 

El despacho advierte que con la demanda ejecutiva se aporta documento que 
contiene contrato de Cesión del Crédito celebrado el 6 de junio de 2017 entre 

los señores los señores Juan David Viveros Montoya, Charles Pareja Cardona, 
Fernando León Pareja Mesa, Cristina del Socorro Cardona Piedrahita, Claudia 
Patricia Pareja Cardona, Gabriel Jaime Pareja Cardona y Luis Fernando Pareja 

Cardona, quien para efectos del contrato obran como cedentes y la señora 
Sandra Patricia Lara Ospina, en su calidad de apoderada de ALIANZA 

FIDUCIARIA S.A, siendo estos últimos quienes solicitan solicita que sean 
reconocido la condición de cesionario. 
 

Para lo anterior, allegan las siguientes documentales:  
 

 Certificado de la Superintendencia Financiera  
 Certificado de Existencia y Representación Legal donde se advierte que por 

contrato la sociedad Alianza Fiduciaria actúa como vocera del Fondo Abierto 

con Pacto de Permanencia. 
 Reglamento del Fondo Abierto con Pacto de Permanencia que señala las reglas 

de la relación con Alianza Fiduciaria.  
 
Para resolver el despacho tiene en cuenta que la Cesión de Crédito es aquel 

negocio jurídico por el que un acreedor (cedente) transmite a otra persona 
(acreedor cesionario) los derechos que el primero ostenta frente a tercera 

persona, ajena a la transmisión, pero que pasa a ser deudora del nuevo acreedor 
sin que la relación primitiva se extinga. 

 
El artículo 1959 y subsiguientes del Código Civil establecen: 
 

                                                 
5 "Cumplidos tres (3) meses desde la ejecutoria de la providencia que imponga o liquide una condena o de la 

que apruebe una conciliación, sin que los beneficiarios hayan acudido ante la entidad responsable para hacerla 

efectiva, cesará la causación de intereses desde entonces hasta que presente la solicitud". 
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“ARTICULO 1959. <FORMALIDADES DE LA CESION>. <Artículo subrogado por el artículo 

33 de la Ley 57 de 1887. El nuevo texto es el siguiente.> La cesión de un crédito, a cualquier 
título que se haga, no tendrá efecto entre el cedente y el cesionario sino en virtud de la 
entrega del título. Pero si el crédito que se cede no consta en documento, la cesión puede 
hacerse otorgándose uno por el cedente al cesionario, y en este caso la notificación de que 
trata el artículo 1961 debe hacerse con exhibición de dicho documento.  
 
ARTICULO 1960. <NOTIFICACION O ACEPTACION>. La cesión no produce efecto contra el 

deudor ni contra terceros, mientras no ha sido notificada por el cesionario al deudor o 
aceptada por éste.  
 
ARTICULO 1961. <FORMA DE NOTIFICACION>. La notificación debe hacerse con exhibición 
del título, que llevará anotado el traspaso del derecho con la designación del cesionario y 
bajo la firma del cedente.  

 
ARTICULO 1962. <ACEPTACION>. La aceptación consistirá en un hecho que la suponga, 
como la litis contestación con el cesionario, un principio de pago al cesionario, etc.  
 
ARTICULO 1963. <AUSENCIA DE NOTIFICACION O ACEPTACION>. No interviniendo la 

notificación o aceptación sobredichas podrá el deudor pagar al cedente, o embargarse el 
crédito por acreedores del cedente; y en general, se considerará existir el crédito en manos 

del cedente respecto del deudor y terceros.” 

 
El Consejo de Estado6 se refirió a esta figura de la siguiente forma: 

 
“Dispone el artículo 1959 del Código Civil que "La cesión de un crédito, a cualquier título 
que se haga, no tendrá efecto entre el cedente y el cesionario sino en virtud de la entrega 
del título. Pero si el crédito que se cede no consta en documento, la cesión puede hacerse 
otorgándose uno por el cedente al cesionario, y en este caso la notificación de que trata el 

artículo 1961 debe hacerse con exhibición de dicho documento-. 
 
Conforme a la norma citada, si el crédito cedido consta en un documento, la tradición 
consiste en la entrega del título, en el que conste la firma del cedente y su manifestación 
de haberlo cedido al cesionario. Pero si no consta en documento, el acreedor lo 
confeccionará haciendo constar en él la existencia del crédito, individualizándolo y 
manifestando que lo cede al cesionario. Este documento en todo caso no constituye prueba 

de la existencia del crédito para el deudor, simplemente demuestra que la cesión tuvo 
ocurrencia y que entre el cedente y el cesionario se celebró el contrato respectivo. 
 
Para que la cesión surta efectos contra el deudor y contra terceros, debe notificársele a 
dicho deudor o ser aceptada por éste (art. 1960 ib.) y la notificación se hace "con exhibición 
del título, que llevará anotado el traspaso del derecho con la designación del cesionario y 
bajo la jimia del cedente." (art. 1961 ib.). 

 
Es decir, que para que opere la cesión de un crédito, se requiere entregar el documento en 
donde conste la existencia de la obligación.  
 
Por ello, la validez de la cesión está condicionada a la existencia previa de los créditos 
cedidos en cabeza del cedente, o sea, que para que un saldo crédito se aplique a una tercera 

persona diferente de su titular originario, necesariamente debe existir para el cedente, con 
anterioridad a la cesión. “ 
 

En el presente asunto se encuentran satisfechos los presupuestos de validez de 
la cesión de crédito; sin embargo, si bien se allegó la notificación al deudor y su 

aceptación, lo cierto es que en el oficio del Director de Asuntos Legales del 
Ministerio de Defensa Nacional de 11 de agosto de 2017, se plasmó en la misma 

que la aceptación estaba condicionada  hasta tanto no se aportara a la entidad 
unas documentales, por lo que la entidad le concedió un plazo, so pena de dejar 
sin efectos la aceptación de la cesión.   

 
Por lo que no se tiene certeza por parte del Despacho de todos los presupuestos 

exigidos por el artículo 1960 de CC, habrá de requerir a la parte con la finalidad 
que aporte la confirmación de la aceptación.  
 

                                                 
6 Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Consejera ponente: 

MARIA INES ORTIZ BARBOSA, Bogotá D.C., veintiséis (26) de octubre de dos mil seis (2006), 

Radicación número: 25000-23-27-000-2001-90932-01(15307). 
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No obstante se advierte que como quiera que el artículo 423 del CGP, dispone 

que la notificación del Auto de Mandamiento de Pago, hace las veces de la 
notificación de la Cesión del Crédito; sería del caso proceder, no obstante, cómo 

en el presente asunto se procederá con la  inadmisión como se advertirá más 
adelante, se hace necesario ponerle de presente la existencia de la Cesión del 
Crédito aportada a la parte ejecutada y se surtan los efectos previstos en la ley.  

 
La cual debe ser remitida por la parte junto con la demanda y los anexos en 

cumplimiento de lo dispuesto en el siguiente acápite.  
 
Otros requisitos 

 
Por otro lado el Despacho advierte que la presente demanda ejecutiva se 

presentó en vigencia de lo dispuesto en el Decreto 806 de 2020, el cual 
estableció requisitos adiciones para proceder a librar mandamiento de pago, así:  
 

Artículo 6° “ serán causales de inadmisión  de  la  demanda  la  falta  de  
indicación  de  los  canales   digitales  para notificación a las partes, sus 

apoderados, testigos, peritos y terceros que deban ser  citados,  así  como  
también, no  aportar  la  copia  del  envió  por  correo electrónico o físico de la 

demanda y sus anexos a las demandadas.” 
 
El despacho advierte que junto con la demanda ejecutiva no se allegó copia del 

envío de la demanda y sus anexos a la ejecutada, por lo que se requiere a la 
parte para que dé cumplimiento a la carga impuesta.  

 
Por otro lado se advierte que la parte demandate allegó los canales digitales  de 
la demandada donde pueden ser notificados y el demandante por lo que se 

encuentra cumplida la carga.  
 

Es de advertir que no es factible de la inadmisión de la demanda, sin embargo 
por consistir en defectos simplemente formales, el despacho con previsión del 
artículo 162 y ss del C.P.A.C.A., en concordancia con el artículo 84 del C.G.P., 

procede a inadmitir la demanda para que sea subsanada dentro del término de 
diez (10) días contados a partir de la notificación del presente auto, so pena de 

rechazo. 
 
Por último se advierte que si bien se allega poder junto con el certificado de 

existencia y presentación de la parte ejecutante en el mismo no advierte la 
calidad de quien confiere poder al abogado Jorge Alberto García Calume, por lo 

que se requiere al abogado.  
 
Finamente se advierte que sería procedente el desarchivo del proceso de la 

reparación que sirve de base en el presente medio de control, para lo cual se 
ordenara que por secretaría se solicite el Desarchivo del Proceso No. 

110013336047201200006300, donde actúa como demandante el señor Charles 
Pareja Cardona y otros en contra de la Nación – Ministerio de Defensa – Armada 
Nacional    

 
En consecuencia se, 

RESUELVE 
 

1. Inadmite demanda ejecutiva interpuesta por Alianza Fiduciaria S.A como 

Administradora del Fondo Abierto con Pacto de Permanencia CxC en contra del 

MINISTERIO DE DEFENSA-ARMADA  NACIONAL, por las razones expuestas con 

antelación. 
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Se le concede a la parte ejecutante, el término de cinco (05) días, contados a 

partir de la notificación de la presente providencia, para subsanar los defectos 
anotados.  

 
2. Por secretaría ofíciese a Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos, 
con la finalidad de solicitar el Desarchivo del Proceso de la reparación No. 

110013336047201200006300, donde actúa como demandante el señor Charles 
Pareja Cardona y otros en contra de la Nación – Ministerio de Defensa – Armada, 

para que sea integrado al presente medio.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ  

JUEZ 
 

 
JARE 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 por  regla  general  las  actuaciones judiciales se 
tramitarán a través de medios virtuales. Para el efecto se recuerda que el correo electrónico de 

Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos   correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás partes del proceso 
un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, simultáneamente con copia incorporada 
al mensaje enviado a este Despacho. 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD - CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

-SECCIÓN TERCERA- 

 

Bogotá D.C., seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
JUEZ : ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Medio de 

Control 
: Reparación Directa 

Ref. Proceso : 110013336037 2021 00 101 00 

Demandante : Isaías Robledo Robledo y otros 

Demandado : 
La  Nación –Rama  Judicial -Dirección  Ejecutiva de 

Administración Judicial y Fiscalía General de la Nación. 
Asunto : Previo sobre la admisión de la demanda 

 

ANTECEDENTES 

1. El señor Isaías Robledo Robledo y otros, a través de apoderado judicial, 

presentó acción contenciosa administrativa del medio de control reparación 
directa en contra de la Nación –Rama  Judicial -Dirección  Ejecutiva de 
Administración Judicial y la Nación-  Fiscalía General de la Nación, con el fin de  

obtener  la  reparación  por  los  daños  ocasionados,  como  consecuencia    de  
la  presunta fallas que generó la privación injusta del señor ISAIAS  ROBLEDO  

ROBLEDO.  
 
2. Según acta de reparto correspondió el conocimiento del proceso a este 

Despacho el 23 de abril de 2021. 
 

El despacho evidencia en el acápite de anexos de la demanda que se indicó que 
“Los  documentos  relacionados  como  documentales  en  el  acápite  de  pruebas 

debidamente escaneados en cumplimiento del Decreto 806 de 2020.”, no 
obstante, al revisarse la misma en su totalidad no se advierte las documentales 
relacionadas como pruebas.  

 

En consecuencia, el Despacho dispone previo a resolver sobre la admisión de la 

demanda, en aplicación del principio al acceso a la administración de justicia 

requerir a la parte para que allegue las documentales relacionadas en el acápite 

de pruebas en medio digital, para así dar trámite y proceder con el estudio de la 

admisión de la demanda, si es del caso.  

 

Para lo anterior se le concede un término de  5 días siguientes a la notificación 

del presente auto para que dé cumplimento a lo dispuesto por el Despacho, so 

de dar aplicación a los dispuesto en el artículo 178 del CPACA. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO RUIDIAZ 

Juez 

 
JARE 



Exp. 110013336037 2021 00 101 00 
 

2 

NOTA: Conforme al Decreto 806 de 2020 por regla general las actuaciones judiciales se tramitarán 

a través de medios virtuales. Para el efecto se recuerda que el correo electrónico de Oficina de 
apoyo es correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
Es responsabilidad de los apoderados enviar al correo electrónico de las demás partes del proceso 

un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso, simultáneamente con copia incorporada 
al mensaje enviado a este Despacho. 
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